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SEÑOR SECRETARIO.- Está abierto el acto. 


SEÑOR REPRESENTANTE RODRÍGUEZ (Juan Martín).- Propongo a la señora 
diputada Carmen Tort como presidenta ad hoc. 


SEÑOR SECRETARIO.- Se va a votar. 

(Se vota) 

——Siete en ocho: AFIRMATIVA. 

(Ocupa la Presidencia la señora representante Carmen Tort González) 


SEÑORA PRESIDENTA AD HOC (Carmen Tort González).- Habiendo número, 
está abierta la reunión. 


(Ingresa a sala una delegación del Sindicato Único Nacional de la Construcción y 
Anexos, SUNCA) 


———La Comisión da la bienvenida y agradece la concurrencia de la delegación del 
Sindicato Unico Nacional de la Construcción y Anexos (SUNCA), integrada por los 
señores Federico Steihardt, Daniel Diverio, Pablo Torrens y Daniel Garrido. 


SEÑOR DIVERIO (Daniel).- Buenos días. Gracias por recibirnos. 


Pedimos que nos recibieran, al igual que lo hicimos en la Comisión del Senado, para 
hacer algunos planteos puntuales de lo que significa esta reforma y cómo incide en el 
conjunto de los trabajadores y trabajadoras de la construcción. 


Mantenemos la opinión de nuestro PIT- CNT. Entendemos que se trata de una 
reforma regresiva que no contempla necesidades de los trabajadores y las trabajadoras 
de nuestro país. 


Nuestra industria tiene muchas particularidades. Aproximadamente, el 80% de los 
trabajadores de la construcción no somos permanentes. Eso significa que somos 
contratados a pie de obra; el vínculo con la empresa dura mientras dura la obra. Eso 
genera una gran rotación y, en consecuencia, pasamos muchos períodos de 
desocupación mientras encontramos otra obra. Según datos del Observatorio de la 
Seguridad Social- CINVE, la densidad de la construcción de la aportación es un 42%. 
Quiere decir que por cada diez años que laburamos tenemos aportados cuatro y un par 
de meses. ¿Eso se da porque el trabajador de la construcción no va a trabajar? No. En 
realidad, es por el sistema de rotación que tenemos, lo que se agravó en los últimos 
tiempos a partir de las nuevas formas de construcción. No estamos en contra del avance 
de la tecnología, porque genera mejores condiciones de trabajo, pero es cierto que 
complejiza el tema de poder tener una aportación mucho más digna. Hoy en día, las 
obras se realizan en períodos más cortos, por lo tanto, el período de desocupación de los 
trabajadores es más cercano. Tanto es así que, muchas veces, compañeros calificados, 
herreros o carpinteros, que son los primeros que entran a la obra, cuando son cortados, 
porque ya terminaron su tarea, ni siquiera han recibido 151 jornales para el seguro de 
paro. Repito: el tema de la densidad de la aportación es complejo. Si a eso le sumamos la 
falta de continuidad y el tipo de trabajo, se produce un mayor desgaste físico y mayores 
riesgos de quedar con secuelas físicas. La industria de la construcción es la que tiene 
mayor porcentaje de trabajadores que se jubilan por edad avanzada. Estamos hablando 
de trabajadores que se jubilan después de los 65 años, pero no porque sigan trabajando 
en el centro de trabajo, sino por edad avanzada, ya que cuando llegan a los 60 años no 
tienen los años aportados y tiene que esperar hasta los 63 o 65 años para empezar a 
hacer el trámite. Y no es que estén trabajando a esa edad porque, al recorrer una obra 
nota se advierte que ningún empresario le da trabajo a un compañero con esa edad. 
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Entonces, lo que les pasa a muchos de los trabajadores de la construcción con este 
sistema es que están cinco, seis, siete, ocho años, cuidando coches, lavando, haciendo 
alguna feria, lo digo sin menospreciar ningún tipo de trabajo-, esperando llegar a esa 
edad para empezar a hacer el trámite. Tanto es así, que según datos del propio BPS, los 
trabajadores de la construcción se jubilan con un promedio de 40% de su salario. ¿Por 
qué se da eso? Porque la aportación de sus últimos años laborales es casi inexistente. Es 
un problema muy grande que tenemos en la industria. No es nuevo. Hace muchos años 
venimos reclamando que debe haber una contemplación, precisamente, por la situación 
que tenemos los trabajadores y las trabajadoras de la construcción. 


En 2016 o 2017, no recuerdo bien, trabajamos con las cámaras empresariales; 
conformamos una comisión, conjuntamente con la Facultad de Medicina y el Banco de 
Seguros para recabar datos sobre la salud de los trabajadores de la construcción. 
Tenemos más de cien enfermedades profesionales como tendinitis, artrosis y cáncer de 
pulmón. Ni qué hablar de los siniestros que nos dejan secuelas para toda la vida por el 
tipo de trabajo de hacemos. Precisamente, eso se hizo para generar elementos, en 
primer lugar, con el fin prevenir, para que esas cosas no sucedan más y, segundo, por la 
contemplación en cuanto a la aportación. En América Latina tenemos algunos vínculos. 
Por ejemplo, en Argentina, los trabajadores de la construcción se jubilan con 55 años de 
edad y 25 de aportes. Hace poco se definió también que se jubilaran con 15 años de 
aportes y 55 años de edad. La realidad de la industria, por lo general, es la misma en 
toda América Latina y, particularmente, los trabajadores de la construcción tenemos una 
situación muy compleja para poder jubilarnos en tiempo y forma. Actualmente, nuestro 
escenario es complejo, y la reforma -que establece la edad de retiro a los 65 años- va a 
generar que ese porcentaje de 44% de personas que se jubilan por edad avanzada y por 
discapacidad sea aún mayor, debido a que habrá más cantidad de trabajadores que no 
van a poder llegar a los 65 años trabajando, porque, repito, hoy el promedio de los 
trabajadores de 55 en adelante en la industria de la construcción no trabaja, pero no 
porque no quieran sino por problemas físicos o porque, directamente, el sector 
empresarial no los convoca, por su edad y estado sanitario. La dificultad no es nueva y 
esto lo agravaría mucho más. 


Pensamos que es todo un combo y que con esta reforma vamos a tener un 
escenario muy complejo para el conjunto de los trabajadores de la construcción. 


Recibimos algunas noticias acerca de que habíamos sido contemplados; de que 
algunos artículos apuntaban a que los trabajadores de la construcción -creo que también 
los rurales- tuvieran un escenario diferente en esta reforma. Cuando lo empezamos a 
analizar y a compartir con algunos compañeros en el estudio, quizás con más capacidad 
que nosotros, nos dijeron que no se referían a trabajadores de la construcción sino a 
puestos de trabajo. Además, no está claro cuáles son los puestos de trabajo ni quién va a 
definirlos ni cuál va a ser el criterio. ¿Qué trabajadores van a tener la oportunidad? ¿Los 
herreros, los carpinteros, el albañil, el peón, el martillero? ¿Con qué criterio se va a ubicar 
cuál es el trabajo que pueda ser contemplado? Además, está lo de los veinte años en el 
puesto de laburo. El que conoce la industria de la construcción sabe que ningún 
trabajador de la construcción -o la gran mayoría- tiene la condición de estar veinte años 
en el mismo puesto de trabajo, por más que cambie de obra, porque los trabajadores 
somos multioficios: mañana laburo de herrero, pasado de carpintero o de albañil y 
termino de peón igual, porque tengo que llevar la moneda para el rancho. Eso hace que 
lo de la permanencia en el puesto de trabajo sea inexistente. Entonces, está claro que 
ese elemento no permitiría tener esta condición de poder jubilarnos por el régimen actual. 


Lo segundo que se plantea, por lo que leímos -capaz que tuvo alguna modificación-, 
es que en los últimos diez años de trabajo tienen que tener ocho años en la construcción. 
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El que conoce la construcción, como decía hoy, sabe que de los 50 a los 60 es más difícil 
mantenerse en los puestos de trabajo. Es más, si un día estamos en otra industria, en 
otra caja se perdería la continuidad de esos ocho años. Además, si a compañeros 
nuestros de 50, 55, 58 años de edad que no consiguen laburo en ningún lado, les ofrecen 
dos días para hacer seguridad van a ir a laburar y ahí van a estar por fuera. Está claro 
que estos elementos van a ayudar a que tengamos condiciones favorables para poder 
jubilarnos en la construcción. 


Otra dificultad que tenemos, que para nosotros es muy dolorosa, tiene que ver con 
la pensión por viudez. Fíjense que la reforma habla de que las compañeras de cuarenta 
años o menos que puedan quedar viudas tendrían un año de pensión, y las de cuarenta y 
uno a cuarenta y cinco años, tres años de pensión. Nosotros decimos con mucho dolor 
estas cosas. El jueves se dio la noticia de que dos trabajadores de la construcción 
murieron ahogados mientras se encontraban realizando trabajos de albañilería en un 
pozo de agua de 10 metros de profundidad, en un chacra rural de la zona de Mercedes. 
Esos compañeros fueron a buscar ese jornal, sin exigir ninguna condición de trabajo y por 
llevar la moneda para el rancho encontraron la muerte. Uno de ellos tenía seis hijos a 
cargo y creo que el otro tres. Una de sus compañeras, de cuarenta años, tendrá una 
pensión por un año para darle un poco de arroz y leche a los gurises. ¿Después qué 
hace? ¿Manda a los gurises a un semáforo? ¿Se los entrega al INAU? Por esto, nosotros 
también rechazamos, porque nos toca muy de cerca, el planteo de lo que pasa con las 
compañeras que puedan quedar viudas. 


Está claro que para poder jubilarte por discapacidad hoy, tenés que tener el 66% de 
invalidez. En la construcción -pueden pedir los datos en el Banco de Seguros- van a 
encontrar que existe un porcentaje altísimo de trabajadores con distintos tipos de 
invalidez que no llegan al baremo y los trabajadores andan en las obras arrastrándose 
como pueden para poder seguir trabajando. Es normal encontrar un trabajador de la 
construcción que le falte un dedo, porque lo agarró la sierra o tenga problemas en la 
vista, auditivos o que ande rengueando porque se quebró una pata con un tablón mal 
colocado. Está claro que para nosotros es un problema grave y muy sensible el tema de 
la invalidez. 


Por eso, nosotros creemos que esta reforma en líneas generales no es de recibo, 
pero particularmente para la construcción, mucho menos. 


Los compañeros probablemente aporten algunas cosas más en lo que tiene que ver 
con la Agencia Reguladora, en el artículo 256. Nosotros tenemos una cantidad de dudas 
ahí. No tenemos claro qué es la Agencia, cómo va a funcionar, quién la integra, qué 
potestades tiene, y habla de tener potestades sobre todo tipo de organizaciones sociales 
que tengan retenciones de la Seguridad Social. 


Nosotros somos defensores de la negociación colectiva. 


En la construcción hay una cultura de negociación con el sector empresarial muy 
fuerte, cada uno legítimamente defendiendo sus intereses. Tanto es así que, cuando no 
había consejos de salarios en el Uruguay, nos juntábamos a acordar algunas cosas y una 
de las cosas que se logró, en medio de una huelga muy dura, que tuvimos en el año 
1993, fueron los fondos sociales de la construcción. 


El Fondo Social de la Construcción, por ejemplo, este año, entregó 29.000 útiles 
escolares para hijos e hijas de trabajadores de la construcción, al comienzo del liceo o la 
escuela. Por medio de los fondos se entregan más de 2.500 becas para hijos e hijas de la 
construcción que están en nivel terciario. Por intermedio de los fondos sociales hemos 
construido ya dos centros de atención de primera infancia en lugares muy carenciados, 
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donde vivimos nosotros, uno en Piedras Blancas y otro en la zona de Flor de Maroñas; 
estamos construyendo dos más, uno en la Pilarica, para el lado de Las Piedras y otro 
para el lado de la ciudad Líber Seregni -más conocida como Colonia Nicolich-, en 
Canelones, y vamos a seguir construyendo. Todo esto con fondos sociales con aportes 
del sector empresarial y aportes de los trabajadores. 


Los fondos sociales son los que dan talleres de cultura y de deportes en los barrios 
más carenciados, donde muchas veces le ganamos a la boca un cliente. Los talleres de 
los fondos sociales hacen ese aporte. 


El FOCAP (Fondo de Capacitación de la Construcción), que capacita al conjunto de 
trabajadoras y trabajadores que están en la construcción, permitió, por ejemplo, decir con 
mucha alegría que la planta de UPM que se está por inaugurar entre pocos días, la 
mayoría de los trabajadores calificados, los que hicieron el montaje y los que soldaron 
son trabajadores y trabajadoras uruguayos y uruguayas. Cuando se hizo la primera planta 
-recordarán-, tuvieron que venir soldadores del extranjero. Eso es el FOCAP, el Fondo de 
Capacitación de la Construcción. Este Fondo también aporta capacitando a nuestras 
compañeras mujeres para que se puedan desarrollar en el oficio de la construcción, 
porque muchas veces las compañeras solo son tomadas en las obras como limpiadoras o 
quizás para calentar la comida del mediodía. Todo eso es el FOCAP. 


Además tenemos el FOSVOC (Fondo Social de Vivienda Construcción), que le 
permite al conjunto de los compañeros tener préstamos accesibles, sin ningún tipo de 
interés, para mejorar su casa, su rancho. Son préstamos de materiales e, incluso, 
préstamos para compra de algún terreno para poder hacer un par de piezas. Ese es el 
FOSVOC, que también tiene otros beneficios. 


También tenemos el FOCER (Fondo de Cesantía y Retiro), en el que, ahí sí, el 
Estado participa, porque lo preside el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, que le 
permite a los trabajadores cuando son desvinculados de las obras -nosotros no cobramos 
despido, el 90% de los trabajadores de la construcción- tener un fondo para sostenerse. 


¿Por qué hago este relato? Podríamos seguir hablando, por ejemplo, de los fondos 
sociales, de la Brigada Agustín Pedroza. Los trabajadores de la construcción hemos 
estado en Dolores, en Carmelo, en Rocha, en San Carlos, hace poco en Paysandú y con 
los inundados en Durazno, de forma solidaria, trabajando para eso. 


La Brigada ha aportado y sigue apoyando a aquellas mujeres que son víctimas de 
violencia doméstica. Las ayudamos a hacer un rancho, para que se puedan alejar del 
violento. También hemos aportado cuando hay algún incendio oO gurises con 
discapacidad, ayudando a mejorar el rancho. Eso son las brigadas. Lo hacemos de forma 
solidaria, no cobramos un mango, sábado y domingo nos metemos ahí o cuando estamos 
desocupados, vamos. 


Los fondos sociales muchas veces son los que aportan los vehículos o la 
alimentación para que las brigadas vayan a los lugares más lejanos como, por ejemplo, 
Tres islas, un pueblito hermoso por allá en Cerro Largo, que lo conocemos a partir de la 
prensa cuando quedaron todas las casas en el suelo; seis meses estuvimos ahí. Los 
fondos sociales ponían la locomoción y la alimentación de los compañeros que 
trabajaban de forma solidaria. 


Nuestra preocupación es qué incidencia puede tener la Agencia Reguladora en esto. 
Porque hay que ver que en los fondos sociales quien administra lo que envían las 
empresas como aportes es, justamente, el BPS. Por tanto, vemos ciertos riesgos acerca 
de quiénes son, cómo se eligen, cuál es el criterio y cómo van hacer, cómo podrán incidir 
en una conquista tan importante para los trabajadores, donde tenemos, vuelvo a reiterar, 
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delegaciones bipartitas que dirigen trabajadores y empresarios que conformamos las 
direcciones de esos fondos que, justamente, resuelven estas cosas. 


Estamos muy preocupados. Tanto es así, que estamos buscando algunas 
redacciones que nos permitan respaldar en esto. Muchas veces tenemos grandes 
diferencias con el sector empresarial y es lógico, pero hay cosas como esta en las que 
coincidimos. Esos fondos salieron de una huelga general, son aporte patronal y de 
trabajadores y nos preocupa que alguien o algunos, no sé con que criterio, puedan tomar 
definiciones que pueden ser complejas. 


Gracias por el espacio. 
(Ocupa la Presidencia el señor representante Pedro Jisdonian) 


SEÑOR TORRENS (Pablo).- Primero que nada respaldamos todos los aportes del 
compañero Daniel, en el sentido de que también agradecemos el espacio, porque es muy 
importante que se tenga en cuenta la opinión de los trabajadores en esta iniciativa. 


Más allá de que respaldamos esta instancia, tenemos que dejar en claro que no 
estamos de acuerdo con la orientación ni con su contenido. El costo para llegar a un 
equilibrio solamente está planteado que lo asuman los trabajadores y, particularmente, 
los trabajadores y trabajadoras más vulnerables, que en muchos casos son los que están 
desocupados. 


Primero que nada queremos destacar el compromiso que ha tenido nuestro 
sindicato con la seguridad social y la contención social a lo largo de toda la historia del 
país. Lo decimos con mucha humildad, pero también con la responsabilidad que merece, 
porque este sindicato tiene tradición de haber luchado por la contención social, incluso en 
momentos en los cuales no existían espacios, como el propio BPS. Esa tradición se 
remonta hasta antes de existir ese instituto de seguridad social, que fue emanado gracias 
a la consulta popular, a través de una reforma constitucional, que crea el BPS, con una 
conducción que en parte tiene que ver con las representaciones sociales. Por eso, para 
nosotros es muy importante este tipo de espacios, que escuchen a las representaciones 
sociales, cosa que no pasó de forma integral en la Comisión de Expertos, cosa que no 
pasó al momento de definir el proyecto. 


Agradecemos haber sido escuchados integralmente o tomados en cuenta en 
nuestros planteos en la Comisión del Senado pero, más allá de eso, seguimos muy 
responsables con nuestro compromiso y tradición de negociación. Cuando destacamos el 
tamaño del aporte de este sindicato para la contención social, lo destacamos porque fue 
el primer sindicato en la actividad privada que logró el seguro de desempleo; que logró 
las asignaciones familiares cuando ni siquiera existíamos como SUNCA. Esto tuvo que 
ver con que nos diéramos los espacios junto al sector empresarial y las representaciones 
parlamentarias, porque tuvieron que ser votadas en este mismo Parlamento esas leyes, 
en el momento que ni siquiera existía -reiteramos- el BPS. Eso dio origen, incluso, a la 
CHAMSEC (Comisión Honoraria de Asistencia Médica y Subsidio por Enfermedad para el 
Personal de la Construcción) y a lo que hoy es la Ley N* 14.411, que primero fue la Ley 
N* 13.893. Hacemos este relato porque para nosotros es importante. 


Somos conscientes de que hay una cultura que entiende que el trabajador de la 
construcción tiene asegurado el aguinaldo, la licencia, el salario vacacional y que 
tenemos diferencias con otros trabajadores, pero para nosotros esa es la garantía de 
asegurar que no nos pase, por ejemplo, lo que le pasó a trabajadores, por ejemplo los de 
Fripur o de la empresa Caputto, de Salto, hoy inexistente, pero sus deudas con los 
trabajadores -de la licencia, el aguinaldo, el salario vacacional y las liquidaciones en 
general- aún existen. 


a 


Decimos que hemos tenido ese compromiso y por eso agradecemos el espacio para 
que se nos permita explicar el compromiso que tenemos para adelante con la seguridad 
social. Nuestra perspectiva siempre fue la de tratar que el espacio de recaudación que 
hay a través de la seguridad social sea para cumplir con las necesidades que tienen la 
población cuando está vulnerable y ¿cuándo está vulnerable? Cuando no tiene empleo, 
cuando está enfermo el trabajador y la trabajadora. Como lo decía bien el compañero, no 
se reduce solamente a la dificultad de acceder a la jubilación, cuando los datos dicen 
claramente que en promedio los uruguayos y uruguayas se jubilan alrededor de los 63 
años. El trabajador de la construcción lo hace casi a los 70 años. Reiteramos lo que decía 
el compañero: no es porque tenga muchas ganas de estar trepado en un andamio, es 
porque las condiciones se lo permiten recién en ese momento. Una de las condiciones es 
que tenga 20 años de aportes, para poder quedar con el régimen actual, que ya de por sí 
es perverso para trabajadores de esta industria y de otras realidades muy similares, como 
el trabajador rural, la trabajadora doméstica, el forestal y muchos otros rubros de 
actividad, que tienen como coincidencia que se desarrollan mayoritariamente a través del 
esfuerzo físico y de la exposición a los factores climáticos, o el contacto con agentes 
químicos. Esos 20 años significan que el trabajador tenga un promedio de 40 años de 
actividad o más, dato del propio BPS, a pedido de la propia OIT. No es ocurrencia 
nuestra. Un promedio de 42% de densidad de cotización nos obliga a entender que en 
promedio los trabajadores de la construcción necesitamos más de 40 años para llegar a 
esos 20. Ningún trabajador, menos un trabajador de la construcción, accede a esa 
posibilidad. 


Con respecto a la Agencia Reguladora, no es que no nos queda claro, pero tenemos 
nuestras sospechas, lamentablemente, porque se crea con alguna similitud o algunas 
particularidades que coinciden con la misma iniciativa que tuvo la Ley N* 16.713, votada 
en setiembre de 1995, y no nos referimos a la similitud que tuvo el mismo redactor, que 
hoy es presidente de la Comisión de Expertos, no solamente esto. Estamos hablando que 
tiene como iniciativa -como aquella- elevar la edad de retiro y bajar la tasa de reemplazo, 
lo cual es perjudicial para los trabajadores en el Uruguay. 


Ya quedó claro que no hubo ni un solo argumento que derribe los datos del equipo 
de representación, del Cuesta Duarte o de la propia CINVE, ningún argumento que 
derribe los datos que demuestran que mayoritariamente las y los trabajadores van a ser 
perjudicados al momento de la jubilación, particularmente, aquellos trabajadores que 
tienen menor cantidad o densidad de cotización. 


Otro tema importante para nosotros es dejar en claro el incremento del lucro en la 
seguridad social de las AFAP, que tiene nombre y apellido, obviamente. Estamos 
hablando de que se amplía a todos los demás subsistemas y se propone que sea de 
forma obligatoria para las futuras generaciones. 


Podemos decir con propiedad que varios trabajadores sindicalizados y no 
sindicalizados se arriman a los sindicatos para plantearnos muchas veces que cuando 
hacen el cálculo de la jubilación se retiran con la mínima del BPS, algo así como $ 15.000 
en la mano. Sin embargo, hay que tener en cuenta que las AFAP, las aseguradoras, 
prometieron en 1995 -a través de una preciosa campaña que convenció a más de la 
mitad del pueblo- que los trabajadores iban a tener jubilaciones que les permitirían, 
inclusive, vacacionar fuera del planeta porque no iban a saber qué hacer con tanto dinero. 
Hoy, el resultado es que de la totalidad de los trabajadores de la construcción no tenemos 
a uno que siquiera perciba la mitad de ese monto de jubilación que permite el sistema 
que nosotros defendemos y que criticamos; las propuestas van en el sentido contrario de 
lo que se propone en este proyecto de ley. 
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Decimos que no hay un solo trabajador o trabajadora que pueda jubilarse con lo que 
se le prometió. En este caso, hay compromisos que nos preocupan más todavía, porque 
se amplía el lucro de la seguridad social a las futuras jubilaciones. Los hijos de todos los 
que estamos acá van a ingresar a trabajar sin la posibilidad de elegir. Hoy, al menos, está 
la posibilidad de elegir si no ganás más del entorno de los $ 74.000 o $ 75.000 nominales 
por mes. Podemos decir con propiedad -aunque haya otra imagen- que la enorme 
mayoría de los trabajadores de la construcción está por debajo de esa línea de ingreso. 


Apelo a que se consideren los planteos que humilde, pero muy firmemente 
exponemos. 


Tenemos una tradición de negociación, de propuesta con la seguridad social, y nos 
alegra mucho que las iniciativas que tuvieron nuestros viejos hace más de sesenta años 
hoy sean naturalizadas en la sociedad. Es más: podemos resaltar el efecto que tuvo el 
seguro de desempleo o el seguro por enfermedad durante la pandemia. Eso aplica para 
todos y no solamente para los trabajadores de la construcción. Digo esto porque también 
hubo aportes de los trabajadores que permitieron que el Fondo Coronavirus asistiera a la 
producción. Cuando hablamos de la producción y de defender al malla oro, sabemos que 
los fondos salieron de los aportes de las y los trabajadores, en gran parte. 


Apelamos a ese criterio de tradición en la lucha y de negociación, principalmente, 
para llegar a acuerdos que procuren entender la seguridad social como lo hacemos 
todos, siendo solidaria, universal y sin lucro. Entendemos que el lucro no debe tener 
espacio en la seguridad social. Algo tan sensible como la seguridad social no debería 
permitirse un espacio para esta actitud tan carroñera, disculpen la expresión. 


SEÑOR REPRESENTANTE OTERO AGÚERO (Ernesto Gabriel).- Han sido claros 
al extremo y, si alguno de nosotros tenía planteada alguna pregunta, ahora tenemos un 
margen menor para formularlas. 


Sería interesante saber qué opinan sobre el artículo 250 de este proyecto de ley ya 
que existe alguna restricción para sumarse al beneficio que aplica desde el 1* de abril de 
1996 hacia atrás, cuando no existía la historia laboral o cuando, en realidad, lo que existía 
era una irregularidad campante. La norma establece una serie de restricciones que 
nosotros entendemos que no es el momento de aplicar -adelanto mi opinión- por algunas 
de las cosas que ustedes plantearon. 


Hay dos rubros en los que la informalidad ha campeado a pesar de que se ha 
avanzado. Entre 2004 y 2019, de un 44% de informalidad se pasó a un 25%, y 
actualmente ese porcentaje se mantiene. Entendemos que el servicio doméstico y la 
construcción son los dos sectores que mayoritariamente tienen informalidad. Entonces, 
me imagino que habrá muchos trabajadores de la construcción que hasta el 1* de abril de 
1996 pasaron por obras, que trabajaron en pequeñas empresas y que estuvieron en 
empresas que en lugar de veinticuatro jornales les pasaban diez o doce. Los que tuvimos 
que pasar en años mozos por alguna obra sabemos que cuando veías el recibo, en 
realidad, tenías doce jornales, pero habías hecho veinticuatro. 


Entonces, la opinión del SUNCA nos parece importante porque, además de la 
experiencia, tienen una visión general sobre cómo es esta situación con trabajadores que 
hoy rondan los 55 o 60 años. Estamos hablando de gente que está cerca de jubilarse. 


Mi otra preocupación tiene que ver con las jubilaciones por incapacidad. Uno sabe 
que es una tarea pesada, y ya sea que te desempeñes como peón o que llegues a oficial, 
el trabajo implica el uso de la fuerza y del físico de forma diaria. Me imagino que debe 
haber una cantidad de compañeros y de compañeras de trabajo que luego presentan 
determinada incapacidad. Más allá de los baremos, ¿ustedes manejan algún porcentaje 


e 


de compañeros y compañeras de la construcción que puedan llegar en esa situación? Lo 
pregunto porque esta norma también va rumbo a eliminar ese tipo de pensiones. 


SEÑOR REPRESENTANTE FERNÁNDEZ CABRERA (Marcelo).- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Como el señor diputado no es miembro de la Comisión, 
corresponde votar si se le autoriza a hacer uso de la palabra. 


(Se vota) 
——_Once por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 
Tiene la palabra el señor diputado. 


SEÑOR REPRESENTANTE FERNÁNDEZ CABRERA (Marcelo).- Agradezco 
nuevamente a los colegas que me permiten hacer uso de la palabra. 


Creo que el señor diputado Otero ha sido muy claro. La exposición ha sido tan 
detallada que el margen de preguntas queda sumamente acotado. No obstante, voy a 
incursionar en una reflexión y seguramente de ella derive alguna pregunta que a esta 
altura del trabajo de la Comisión se me ocurre necesaria. Fundamentalmente, quiero 
referirme a dos comparecencias. Quiero compartir con la delegación algunas de las 
afirmaciones o dudas que ellos plantean en su intervención. Lo charlamos con algunos 
compañeros de la Comisión, y personalmente no me cuesta afirmar que hubo dos 
comparecencias que marcaron un punto de inflexión respecto de cómo pensar la 
discusión de este proyecto: la del contador Camacho -a través de una exposición muy 
técnica, muy árida, pero muy clara desde el punto de vista técnico- y la del Instituto de 
Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social. Voy a ir en ese orden y a focalizarme, por 
tanto, en el aspecto que de alguna manera afecta a los trabajadores de la construcción en 
esa consideración de la disposición del artículo 37, es decir, la relativa a la causal 
anticipada por trabajo de mayor exigencia. 


Voy a tomarme el atrevimiento de citar más o menos al contador Camacho. Él decía 
que hay una suerte de perversidad en los artículos 36 y 37 -que refieren a las causales 
anticipadas- porque implican un régimen de penalización que tienen que ver con lo 
siguiente: "Te habilito a que te jubiles a los 60 años, pero el sistema te va a penalizar en 
menos en la tasa de adquisición". Allí está la otra clave de la discusión. La tasa de 
adquisición pasa a ser el elemento técnico que va a permitir, a partir de un indicador, 
calcular el porcentaje en función de los años del trabajador. Ese será el resultado de la 
jubilación con la cual te vas a poder ir. 


Concretamente, en lo que refiere al artículo 36, que comprende a los trabajadores 
con causal de jubilación anticipada, el resultado de su básico jubilatorio -como lo 
conocemos ahora- va a estar en el orden del 35% o del 36%. Te podés ir antes, pero ese 
es el resultado de tu jubilación. 


Lo mismo -es una interpretación sobre la cual tengo algunas dudas, pero la 
profundizaremos con el equipo económico el martes- parece suceder con la causal por 
trabajo exigente, que aparece en el artículo 37. Los trabajadores van a poder jubilarse a 
los 60, pero van a tener una penalización que en los hechos los va a obligar a seguir 
trabajando algún tiempo más para por lo menos alcanzar el promedio del 45% o 50% del 
básico jubilatorio. Esto presenta alguna particularidad, y ahí radica la pregunta. Se les va 
a exigir veinte años en la actividad y, de los diez últimos, cinco efectivamente en la tarea. 
Entonces, ¿cuál es el porcentaje de trabajadores de 55 años o más que hoy están 
vinculados a la actividad de la construcción? Ese es un dato necesario. ¿Cuántos de esos 
trabajadores van a tener la posibilidad de acceder a este beneficio jubilatorio que, como 
bien explicó la señora Diputada Olivera ayer, no admite bonificaciones? 


Sí 


Hay una duda que plantea el Instituto de Derecho del Trabajo y de la Seguridad 
Social que tiene que ver con que no se sabe muy claramente cuál es el sujeto legitimado 
para pedir su incorporación, y allí se abre una interrogante importante. Sobre este 
aspecto incluyo lo que también adelanté en mi introducción. 


El Instituto de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social -vale la pena decirlo- no 
forma parte de los tirios ni de los troyanos, es decir, es un organismo técnico que da su 
opinión en esta comisión y no tiene ningún interés ni parte en esta discusión. Cito textual 
lo que aparece en la página 13, punto 14 del informe: "A/ optarse por una elevación de la 
edad para la jubilación normal, de 60 a 65 años, es previsible que se produzca una 
pérdida de protección para quienes se encuentren en esa franja etaria. 


De allí la importancia de adoptar medidas de protección de la estabilidad laboral, 
limitando o encareciendo los despidos, para precaver la ocurrencia de rupturas de la 
relación de trabajo por motivos de edad, en una etapa de la vida en que se torna más 
compleja la reinserción laboral. 


A tales efectos” -sugiere a la Comisión- "podría considerarse una fórmula similar a la 
prevista por el artículo 22 de la Ley N* 17.940 sobre fuero sindical, [...]" en el que se 
establece la necesidad de causales fundamentadas para el despido del trabajador. 
Entonces, en este informe vemos que hay advertencias sobre una situación que va a 
afectar de sobremanera a los trabajadores de 55 años de edad en adelante. En función 
de esta afirmación, nos interesa conocer su opinión al respecto. 


Finalmente, un elemento que se planteó y que fortalece la posición o la intervención 
de la delegación refiere a conocer el nivel de la tasa de aportación. ¡Eso es clave! El 
CINVE ha demostrado -y creo que las cajas profesionales- que aún con altos niveles de 
cotización, es decir, en actividad, cuando hay una actividad laboral muy alta y una 
informalidad casi inexistente, los trabajadores igual se jubilan con porcentajes de entre un 
15% y un 20% inferiores a los actuales. ¡Imaginemos la situación de la construcción 
cuando se reconoce que la densidad de aportación se sitúa en el orden del 42% al 47%! 
Es aritmética pura -como solemos decir- y cualquier otro análisis es redundante. 


Finalizo con un comentario que tiene que ver con esa preocupación de la delegación 
con respecto a las facultades y competencias que esta nueva Agencia Reguladora 
comenzaría a tener, algo sobre lo que hemos sido muy críticos. La honestidad intelectual 
amerita decir que Cabildo Abierto también tuvo una posición muy crítica sobre la Agencia 
Reguladora en aspectos que se relacionan con tener competencias sobre los servicios 
previsionales, definir parámetros jubilatorios y asesorar de forma preceptiva al Poder 
Ejecutivo. Además, la Cámara de la Construcción del Uruguay coincide con la afirmación 
que ustedes realizan en el entendido de que específicamente en el artículo 268 se le 
transfiere competencias para supervisar los fondos  tripartitos o  bipartitos de 
administración colectiva. Eso también ha sido una alerta roja importante para la Cámara 
de la Construcción y, naturalmente, se suma a la crítica. De las más de setenta 
delegaciones que comparecieron en estos dos meses no hemos encontrado una que 
tuviera una opinión favorable al respecto, más allá de los análisis de legalidad que 
puedan ser compartidos o no. 


SEÑORA REPRESENTANTE MELGAR (Micaela).- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Como la señora diputada no es miembro de la Comisión, 
corresponde votar si se le autoriza a hacer uso de la palabra. 


(Se vota) 
———Trece por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


STE 


Tiene la palabra la señora diputada. 


SEÑORA REPRESENTANTE MELGAR (Micaela).- Agradezco la exposición de la 
delegación y comparto que su intervención fue clara. 


Tengo unas módicas ocho preguntas para hacer, y todas tienen que ver con la 
necesidad de que se explayen sobre algunos de los puntos que me parecen clave para 
comprender el razonamiento desde el punto de vista de la industria de la construcción y 
de las afectaciones particulares del sector. Digo esto porque creemos -y está 
demostrado- que es uno de los sectores donde es evidente que la afectación es 
específica y que la solución prevista termina siendo un problema. 


Ustedes plantearon la idea de que esta iniciativa no contempla las necesidades 
específicas del sector. Se refirieron al tema de la densidad de la aportación y lo 
relacionaron con las nuevas formas en el mundo del trabajo específico de la construcción. 
Entonces, sería bueno que nos comentaran si analizaron en la Central -o en particular en 
el SUNCA- algunas alternativas. ¿Han pensado sobre un mayor tiempo de contratación, 
sobre contrataciones relacionadas con la formación o nuevas formas de construcción? 
¿Se han pensado alternativas relacionadas con los cambios en el mundo del trabajo en la 
industria de la construcción? ¿Se tuvo en cuenta el problema del 42% de densidad de 
cotización que tiene la industria de la construcción, que implica cuatro años de aportes 
cada diez años de trabajo? 


Me parece interesante que puedan explayarse sobre las dificultades específicas 
relacionadas con el desgaste físico, con las secuelas y con las modificaciones que 
introduce este proyecto de ley al respecto de la jubilación por discapacidad en el caso de 
que se configure la causal jubilatoria común y cómo eso tiene un impacto diferencial en la 
industria de la construcción. Quiero saber cuántos compañeros de la construcción se 
jubilan por el causal jubilatorio de la discapacidad y cuánto significa eso diferencialmente 
en términos negativos en ingresos para esos compañeros. Además, es importante 
conocer cómo después estos trabajadores y trabajadoras de la industria tienen que 
resolver su vida. 


Ustedes mencionaron el ejemplo de una solución que se encontró en el caso de 
Argentina, que tenía que ver con la reducción de los años de retiro. Plantearon que en 
Argentina se retiran con 55 años de edad. Hay escenarios comparados que debemos 
traer a colación en este momento de la discusión. Si hubiese otros, me gustaría que se 
explayaran al respecto. ¿Qué otras alternativas habría? La industria de la construcción 
está en todo el mundo y estas características específicas que tienen que ver con el 
desgaste físico y con la densidad de la aportación y las dificultades en la formalización y 
en los años están en todo el mundo. Entonces, ¿qué otros ejemplos en términos de 
perspectiva comparada hay en el mundo? El país de al lado logró algunas 
modificaciones, específicamente, en lugar de poner una excepción al aumento de los 
años de retiro y, bastante por el contrario, logró una reducción. Bueno, ¿qué otras 
alternativas se pueden pensar para esta industria en específico? 


Tengo dos preguntas más de cuestiones que creo que no mencionaron; capaz que 
me perdí, porque hubo un momento en el que me distraje un poco por los murmullos. 


Quisiera saber si se hizo un análisis del diálogo social en la construcción de los 
pilares de la protección social en el Uruguay; esto es algo que hemos conversado 
bastante. Uruguay ha construido sus pilares de protección social en base al diálogo 
social, a la educación pública, a la salud pública y a la seguridad social, y en la era 
progresista se trató de trabajar en un cuarto pilar: el sistema de cuidados. En el caso de 
la seguridad social el diálogo social parecería ser una de las bases del sistema y, en este 


-11- 


caso, es una de las carencias -por lo menos, desde el Frente y desde el campo popular- 
que se ha planteado al respecto de esta ley. No sé si ustedes tienen una reflexión al 
respecto; creo que es un buen momento para plantearla. 


La última pregunta puntual sobre el proyecto de ley tiene que ver con la previsión de 
la expectativa de vida. Como saben, el proyecto plantea que se puede modificar la 
expectativa de vida y, por lo tanto, la edad de retiro siempre de forma in crescendo y 
nunca en el caso de que se disminuya la expectativa de vida. Esto es algo que a mí me 
parece de realismo mágico, por lo que me gustaría saber si hay una reflexión al respecto. 
Me parece que atrás tiene un criterio de clase sobre el rol del trabajo en la vida social -o 
sea, el rol del trabajo, de los trabajadores y el tiempo de vida dedicado al trabajo- hasta 
que dé el cuerpo; no importa si es hasta que viva o no. Está bueno escuchar la reflexión 
desde la clase obrera. 


Gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Vamos a darle la palabra a la delegación para que pueda 
responder. 


SEÑOR STEIHARDT (Federico).- Buen día. 
Voy a tratar de ir respondiendo de manera, más o menos, ordenada. 


En cuanto a la restricción planteada en el artículo 250 que comentaba el compañero, 
tenemos cantidad de trabajadores que tienen que estar haciendo malabares para 
justificar que trabajaron en esa época, aunque no se les haya aportado. 
Lamentablemente, esa realidad sucede; incluso, no hace falta ir tan atrás. Hoy, si 
recorren los barrios privados es acalambrante la informalidad en esos lugares. Eso es 
una parte. 


En relación a la discapacidad tenemos unos cuantos compañeros. No tenemos el 
número específico de discapacidad, pero sí sabemos que un 42% de nosotros no logra 
jubilarse de manera normal. Eso es parte de los datos que preguntaban. 


En cuanto a la Agencia Reguladora, sin duda que nos preocupa, porque no hay 
claridad. Deja un campo demasiado abierto, no queda claridad de cómo va a funcionar, 
qué puestos de trabajo van a estar sí o no, y eso además de los tiempos de 
funcionamiento y de que pasa por encima de la representación social del Banco de 
Previsión Social. 


En relación con las nuevas modalidades de construcción, estamos evaluando. El 
congreso algo discutió acerca de incorporar que las nuevas tecnologías paguen a la 
seguridad social, ya que desplazan trabajadores que tengan alguna modalidad de 
aportación para financiar la protección social. Tenemos un planteo fundamental: la 
posibilidad de jubilarnos con 55 años de edad y 25 años de aportes. No pretendemos que 
nos lo financie el resto de la sociedad, sino que la industria tiene la capacidad de 
financiarlo; habría que discutirlo entre trabajadores y empresarios, ver cuánto cuesta y 
cómo se financia ese nuevo sistema que necesitamos. 


A modo de anécdota: un compañero tiene hoy 57 años de edad y al mirar la historia 
laboral, tiene 34 años aportados en la construcción. Le sobran años de aporte, pero como 
tiene 57 años, no lo jubilan; como está veterano, nadie lo toma y hace feria en Colón: el 
falsa escuadra. Si no se muere de hambre por el camino, cuando cumpla 60 años va a 
poder meter su papelito; pero en el esquema de la reforma va a tener que seguir 
haciendo feria hasta los 65 años para recién ahí meter el trámite, aunque tiene 34 años 
aportados en la construcción -realmente, nos parece un disparate- y son situaciones que 
se dan. También tenemos al negro Coco vendiendo maní en 18 de Julio. Hay un montón 
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de compañeros que los conocemos de toda la vida y ya no los toman porque están viejos, 
y que habiendo sido trabajadores toda la vida tienen que andar rebuscándose de esa 
manera. 


SEÑOR TORRENS (Pablo).- Sobre el artículo 250, desde la forma en que lo 
analizamos, entendemos que el plazo que se plantea para solicitar la inclusión de años 
que han sido de actividades anteriores al 1* de abril del año 1996, si se mantiene de esta 
forma pasarían los dos años y el trabajador o la trabajadora -es un universo muy amplio; 
estamos hablando de los mayores de 40 años- tendrán alguna actividad -como seguro 
tenemos los que estamos acá- en la informalidad y alguna que otra actividad 
necesitaremos al momento de registrar los años para computarlos. Entendemos que si se 
establece un límite de dos años, se acorta la posibilidad de reclamar esa inclusión. 
Debemos tener presente que, hasta ahora no lo hay y el trabajador o la trabajadora que 
hoy vaya a hacer el reconocimiento de servicio tiene el tiempo que transcurrió desde que 
realizó la actividad y, en algunos casos, supera los 20 o 30 años. 


SEÑOR GARRIDO (Daniel).- La diputada planteaba el tema de la expectativa de 
vida. 


Nosotros decimos que si bien es cierto que se ha acrecentado en el mundo la 
expectativa de vida, también es cierto que tiene que ver con los sistemas 
socioeconómicos -o sea, los trabajadores, la gente de menores ingresos-, ya que la 
expectativa no es igual a la de quienes tienen una forma de vida mejor, para decirlo en 
pocas palabras. 


También es cierto que en algunos sectores de actividad -como es el caso de la 
construcción- podemos decir que se puede tener una mayor expectativa de vida, pero no 
se trata de cuánto vivís, sino de la calidad de vida. Como recién se decía, hay 
compañeros que están todos destartalados -hablando mal y pronto- y pueden vivir 
muchísimos años, pero van a seguir viviendo destartalados, es decir, no se van a 
mejorar. Por lo tanto, eso para nosotros es preocupante. 


Además, hay una cosa que es clara acá: podemos hablar de todos los temas que 
queramos hablar, pero esto es un tema de plata. Nosotros entendemos, por lo menos, 
que en esta reforma lo que se intenta es que la asistencia financiera que tiene BPS no 
esté más. Me surge alguna pregunta, porque he escuchado decir bastante en la televisión 
que los trabajadores se van a jubilar con mejores jubilaciones. La pregunta que me hago 
es si a los ingresos que tiene el BPS de forma legal -además, tiene una asistencia 
financiera de US$ 600.000.00, aproximadamente, anuales- se pretende restar los 
US$ 600.000.00. Si no hay una forma de financiación, ¿cómo le pueden explicar a 
alguien que con menos recursos ingresando al BPS, vamos a tener los trabajadores 
mejores jubilaciones? La verdad que esto es matemática, como recién manifestaba un 
diputado. Para mí dos más dos son cuatro, pero si tengo tres no me va a dar cuatro. 
Entonces, no entendemos ese tipo de cosas. 


Por lo tanto, lo que planteaban los compañeros va en el mismo sentido -además de 
todas las argumentaciones- y los trabajadores vamos a tener que trabajar más para 
jubilarnos con jubilaciones que si criticamos las de hoy, imagínense las que van a venir. 
De hecho, para que haya alguna jubilación que pueda ser mejor, seguramente, otro 
jubilado la va a tener que subsidiar. 


Esas son parte de las preocupaciones que tenemos, además de lo expuesto por los 
compañeros que, obviamente, lo suscribimos totalmente. 


Gracias. 


Sos 


SEÑOR DIVERIO (Daniel).- Primero que nada, les quisiera hacer una invitación. 
Ustedes saben bien que la Central y la Intersocial ubicaron una carpa frente a la Plaza 
Primero de Mayo para intercambiar con la población sobre este tema. Particularmente, al 
SUNCA le corresponde mantener la carpa el día 21 a partir de la mañana. Están todos 
invitados para llegar ahí, intercambiar con nosotros, opinar y, quizás, con alguna otra 
parte de la población que se arrime hablar de estos temas. 


Quisiera decir dos cositas más sobre algunos temas. 


Dentro de nuestra propia dificultad -quizás, por nuestra formación, ya que la mayoría 
trabajó en la construcción y algunos no terminamos la escuela- informarnos y sacar 
documentos nos cuesta un poco, pero todo lo que trajimos está respaldado por algunos 
datos concretos y algunos del BPS. 


Por eso, decíamos que cuando, en general, el promedio de los trabajadores que se 
jubilan por vejez es de un 71%, en la construcción es un 57%; son datos que salieron por 
la ley de organismos válidos. Además, cuando los trabajadores que se jubilan por edad 
avanzada son un 18%, en la construcción es un 25%; cuando los trabajadores que se 
jubilan por invalidez son un 11%, en la construcción es un 18%. Entonces, son datos 
concretos. Lo mismo pasa cuando termina la vida la laboral de los trabajadores de la 
construcción; datos de la Cátedra de Medicina Laboral dicen que los trabajadores de la 
construcción tienen envejecimiento precoz, comparado con otro conjunto de sectores de 
la población. Y cuando hablamos de la densidad de la aportación son datos concretos 
que sacamos de informaciones oficiales. Por eso, nuestra preocupación en cuanto a la 
reforma. 


Está bueno que sigamos discutiendo. Por tanto, los invitamos a todos y a todas en la 
discusión que estamos dando frente a la Plaza Primero de Mayo. 


Gracias por el espacio. 


SEÑORA REPRESENTANTE MATO (Verónica).- Me surgió una consulta a partir 
de los últimos datos que nos dieron. 


¿ Tienen datos con respecto al impacto en salud mental de los trabajadores de 50 a 
60 años que hoy no están pudiendo conseguir trabajo? Me gustaría tener alguna 
información al respecto. 


SEÑOR DIVERIO (Daniel).- Datos concretos no tenemos. Como parte de la 
discusión que tuvimos en el congreso, hablando con las cámaras empresariales, dentro 
de los fondos sociales, pensamos atender las adicciones, las drogas y la salud mental, 
que son temas que atraviesa toda la sociedad, pero en la construcción, en particular, 
tenemos muchas dificultades. Primero, los lugares en donde viven los trabajadores de la 
construcción -las zonas periféricas- es donde hay menores servicios, menores 
condiciones. El trabajador de la construcción tiene una dificultad: puede ser calificado, 
tener mucho conocimiento, pero sin embargo, la situación de estar siempre expuesto a 
quedar sin trabajo lo lleva a una sensación de dificultad que, a veces, la traslada al 
conjunto de la familia. Por lo general, los trabajadores de la construcción no acceden a un 
crédito, porque no tienen el mínimo necesario de antigúedad en la empresa. Entonces, no 
accedemos a una vivienda ni a un crédito, ni siquiera para comprar una moto para 
trasladarnos; deben darse otras condiciones, lo que es un problema no menor. 


Disculpen que estemos medio enredados. 


El planteo era con respecto al diálogo social de difusión. Nosotros tenemos una 
cultura de la construcción muy fuerte y tan fuerte es que se construyó la Ley N* 14.411 
que habla de los aportes de los trabajadores y trabajadoras de la construcción. Cuando 


¿os 


tuvimos dificultades con la Ley N* 14.411, que es la ley de unificación de aportes -allá por 
2016 creo que fue-, porque supuestamente tenía un desbalance pues salía más egreso 
que ingreso, lo resolvimos discutiendo en una negociación colectiva y bipartita en un 
diálogo social. En su momento, participó el gobierno de turno, las cámaras empresariales 
y nosotros, y se modificó el aporte patronal un 0,6%, resolviéndose esa situación. 
Entonces, el diálogo social es un elemento central para buscar soluciones en temas tan 
complejos. La Ley N* 14.411 es una ley muy importante para nosotros. El BPS no es el 
responsable, sino que administra y cobra un 3% por administrarla; es un fondo de la 
construcción con aporte patronal y de las obras. El gobierno de turno intentó modificar 
esa ley y nosotros creíamos que no correspondía, porque había nacido del diálogo social; 
ahí, en esa negociación colectiva intentamos buscar la solución y la encontramos de esa 
manera. Estamos diciendo ahora también que cuando intentan modificar elementos 
construidos de la negociación colectiva, del diálogo social, de los acuerdos bipartitos es, 
precisamente, dinamitar una construcción que es muy válida para el conjunto de la 
sociedad. 


Muchas gracias. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Gracias a ustedes por la comparecencia. 


(Se retira de sala la delegación del Sindicato Único Nacional de la Construcción y 
Anexos, SUNCA) 


———Pondremos a votación pasar a un intermedio hasta la hora 12. 
(Se vota) 

——_Doce por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 

La reunión pasa a intermedio. 

(Es la hora 11 y 37) 

———Continúa la reunión. 

(Es la hora 12 y 16) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Aprovechando que están presentes representantes de 
todos los partidos, quiero decirles que la delegación del Poder Ejecutivo que concurrió el 
día martes nos hizo una sugerencia que en el Senado resultó, y es que los que tengan 
preguntas las acerquen a la secretaría con la finalidad de que las delegaciones puedan 
traer las respuestas preparadas y los materiales que requieran, más allá, por supuesto, 
de lo que quieran preguntar en el momento. 


(Ingresa a sala una delegación de la Unión de Sindicatos Policiales, USIP) 


——-La Comisión da la bienvenida a una delegación de la Unión de Sindicatos 
Policiales, USIP, integrada por Ricardo González y la doctora Flavia Nardone, de 
SIFPOM; por Virginia Rossi y Virginia Salazar de AFUMI; por Eddy Villamil de SIPOLF- 
ASPOCA, y por Jorge Clavijo de SUPU. 


SEÑOR GONZÁLEZ (Ricardo).- Desde la Unión de Sindicatos Policiales venimos a 
comentar las inquietudes que tenemos con respecto a los perjuicios que genera esta 
reforma para los trabajadores policiales, que a nuestro entender son bastantes. 


SEÑORA ROSSI (Virginia).- Quiero destacar que el proyecto de reforma previsional 
es perjudicial para los trabajadores policiales por varios motivos, principalmente porque 
extiende nuestra carrera funcional, que tiene condiciones laborales particulares. 
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Actualmente, para la jubilación estamos percibiendo el 50% como base de los 
últimos cinco mejores años aportados a la Caja. Entendemos que la modificación conlleva 
una pérdida de 34%, aproximadamente, al disminuir el porcentaje base del cálculo 
jubilatorio y extender la base de los años aportados a 25 años. 


Creemos que el perjuicio principal está dado por las características de la carrera 
funcional de los policías, porque la condición para ascender depende de las vacantes 
generadas. La carrera puede ser extensa en algunos grados de salarios inferiores. 
Basándonos en ese hecho es que podemos enfocarnos en la pérdida. No tiene las 
mismas características la carrera funcional de un funcionario que presta servicios en una 
unidad de la Jefatura de Montevideo o de la zona metropolitana que la de uno del interior, 
porque la estructura de cargos vigente es muy acotada para que se genere ese aumento 
de salario. Generalmente, prolongan sus primeros años de carrera con un ingreso de 
salarios muy bajo. 


Por otro lado, están las características funcionales y la dinámica familiar en las que 
se ve sumergido el policía. Tenemos un fuerte componente de funcionarios que trabaja 
en unidades ejecutoras que exigen el desplazo en el territorio y horas de servicio 
extensas. En lo que tiene que ver con las modificaciones de las pensiones, creemos que 
hay un perjuicio para los beneficiarios, ya que la carrera funcional no le permite al núcleo 
familiar o al propio funcionario tener otro ingreso. Por lo tanto, al momento en que ese 
funcionario deje de ser el que aporte el salario a la casa se vería afectado el núcleo 
familiar que lo sobreviva. 


Otra cosa que queremos aportar tiene que ver con las limitantes a las funciones en 
la actividad privada de los funcionarios policiales en actividad. Esta limitante está vigente 
desde el año 2010 en el artículo 206 de la Ley N* 18.719 y fue ratificada en el artículo 66 
de la LUC. ¿A qué vamos con esto? A que no poder realizar otra actividad por fuera de la 
policial implica no mejorar sus ingresos y, por lo tanto, su causal de retiro. De lo contrario, 
se lo obliga a realizar otra actividad en situaciones que son perjudiciales para el policía, 
como lo es un contrato de forma irregular. 


SEÑORA SALAZAR (Virginia).- Como decía la compañera, esta ley perjudica; 
aumenta la edad de retiro sobre todo a los ejecutivos que tienen que irse con cinco años 
más, lo que realmente nos parece desastroso, sobre todo para los grados que no pueden 
ascender, que están trabajando en la calle. 


Ya nos había perjudicado la Ley N* 18.405 de 2009, que extendió a 35 los años de 
servicio. Esta ley lo baja a 30 años pero perjudica a todas las personas que no configuran 
causal hasta el año 2033. O sea que todas las personas que hasta el año 2033 
configurarían por la ley anterior, todos esos funcionarios públicos no van a trabajar, 
porque esta ley los iguala a 30 años. Y el policía, hasta el año 2033 tiene que trabajar 35 
años para configurar la causal. Por la especialidad de la función nos regimos con una Ley 
Orgánica Policial. Tenemos muchas limitantes. Considero que debería ser igual para 
todos; los 30 años para todos. 


SEÑORA ROSSI (Virginia).- Quiero agregar que modificando la base de cálculo a 
los últimos 25 años de aporte, como les dije, tendríamos una pérdida aproximada de un 
34%. En caso de que se mantuviera el concepto que nosotros planteamos en el material 
que les trajimos, adaptarnos a lo que se solicita por la reforma de que la base inicial para 
el haber de retiro comience con un 45% llegada la causal, lo que solicitamos es que se 
nos mantenga el cálculo sobre los últimos cinco años o mejores años. Con el modelo que 
hicimos la pérdida disminuiría a un 10%. Quería que esto quedara claro porque había 
comenzado la idea, pero no la había concluido. 
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SEÑORA NARDONE (Flavia).- En primer lugar, me parece importante reseñar que 
al sindicato, al colectivo sindical se le ha venido pegando un poco con este tema de la 
vulneración de los derechos, sobre todo en lo que tiene que ver con su salud. Como 
todos saben, en la ley de presupuesto hubo un cambio importante en cuanto al STIP 
(Subsidio Transitorio por Incapacidad Parcial). Se redujo a la mitad los años de STIP. 
Eran tres años; se redujo a dieciocho meses. Se limitó el ingreso al STIP a cinco años. 
Dentro de los cinco años al policía que vuelva a ingresar se le haría un sumario. Vienen 
siendo golpeados por este tema con la presunción de que hay abusos en cuanto a las 
certificaciones, etcétera. Repito, no se está teniendo en cuenta la especialidad de la 
carrera funcional, y eso nos preocupa. En ese sentido, yo voy a hablar de la parte 
especial. El artículo 10 de la Ley N* 18.405 es el que reglamenta el STIP. Lo que se 
pretende modificar ahora nos preocupa muchísimo, porque ya no es un tema de reducir la 
cantidad de años o la cantidad de años para ingresar al STIP, sino que se trata 
directamente de darle la baja a los policías incapacitados de realizar la tarea habitual, sin 
nexo causal. No nos preocupa el fondo de lo que se legisla, que es una baja, cuando no 
hay una incapacidad con nexo causal, lo que nos preocupa es la garantía que hay de ese 
nexo causal. En este sistema policial que tenemos no hay ninguna garantía de que el 
policía realmente no tenga nexo causal con la función en su incapacidad. Esto ya lo 
hablamos en la otra Cámara; sin embargo, se introdujo una modificación peor que la que 
estaba en el anteproyecto, que consiste en una limitante de dos años. Ingresa dentro de 
los dos años al STIP y se le da la baja. Otra causal de baja más, además de la que ya 
venía en el anteproyecto. 


Queremos ilustrarlos y que entiendan la situación que es especial. Les trajimos 
ejemplos concretos de incapacidades que tienen que ver con lo psiquiátrico. Obviamente, 
borramos los datos de los funcionarios para preservar su identidad. Son bien claros los 
casos. Van a ver que hay certificados médicos en los que se establece que el estrés por 
el que pasa el policía es laboral. Trajimos otro ejemplo de una persona que tiene ataques 
de pánico cuando se acerca a su lugar de trabajo. Tenemos muchos más. Elegimos 
algunos casos ilustrativos. Por otro lado, hay un informe de la Junta Médica que dice que 
no hay nexo causal. Por lo tanto, a esa policía se la jubila sin nexo causal. Se la jubila 
hoy, porque está previsto así. Mañana, cuando se apruebe este proyecto de ley se le va a 
dar la baja. Se trata, además, de una policía con quince años de servicio. Ese es otro 
aspecto, porque esta ley no distingue si entró hace tres años al servicio o hace veinte. A 
todos se les va a dar la baja por igual. Eso se impugnó. Se presentaron recursos. Sin 
embargo, terminó saliendo la incapacidad de la policía sin nexo causal y una jubilación. 
Gracias a Dios, por lo menos tenemos la jubilación, pero si este proyecto se aprueba, ni 
siquiera se va a ir jubilada. Ese es un caso. Después tenemos otro caso de un policía al 
que en un curso de pasaje de grado le quebraron la clavícula e hizo un ACV. Hay 
informes contradictorios. Algunos le dan nexo causal y otros no. Y al policía, la Junta 
Médica le da sin nexo causal. Le están iniciando el sumario para desvincularlo por 
incapacidad sin nexo causal. Después tenemos otro relacionado con un procedimento 
policial. Una policía intervino en un caso de violencia doméstica y se lesionó el brazo. 
Como es habitual, estuvo en reposo unos nueve meses, la operaron, retornó a trabajar y 
se volvió a certificar por las secuelas del mismo brazo, pero como no fue de corrido, la 
tienen sin nexo causal. Continuamente impugnamos esas cosas, pero con esta nueva 
redacción de la ley será peor. Todos sabemos que los recursos no tienen efecto 
suspensivo. Los policías van a terminar dados de baja sin ningún derecho -en algunos 
casos con 25 años de servicio- y nosotros vamos a terminar en el TCA peleando algo 
que, si sale, será en tres años y tendrá que volver para atrás. Todos sabemos cómo es la 
normativa en nuestro país. Nos preocupa porque no se trata solo de un caso; son muchos 
los que tenemos. 
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Después trajimos un caso evidente, que salta a la vista: a una policía de diecinueve 
años que fue baleada por un delincuente para quitarle el arma de reglamento la tienen sin 
nexo causal. De verdad, trajimos todos estos casos, porque es bueno que ustedes vean 
la realidad del Ministerio del Interior. 


Sabemos que no tiene relación con esta ley el tema de cómo funcionan las juntas 
médicas, pero queremos que sepan que los que deciden si los policías siguen o no 
haciendo tareas compatibles con su estado de salud son, en definitiva, los jefes de las 
unidades o los jefes de policía, no es la junta médica; la junta médica sugiere, pero los 
que deciden, finalmente, son los jefes. La suerte de estos policías va a quedar en cómo 
se lleven con el jefe en un Ministerio donde estamos tapados de acosos laborales, acosos 
sexuales y acosos de todo tipo. Entonces, de verdad, no estamos preparados para este 
cambio normativo y es específico. Ni siquiera estaba en el anteproyecto, se incluyó 
después a pedido de la caja y todavía le hicieron otro cambio acá en el Parlamento y 
cada vez peor. 


Esto nos preocupa mucho, porque más allá de los perjuicios generales que narraron 
las compañeras que, obviamente, para la policía son más perjudiciales por el tipo de 
función, esto de que se vuelva a meter con el tema del sistema de salud del policía es 
muy complejo. De hecho, nos sorprende, porque Saldain, que es el redactor de esta ley, 
salió a decir que no se habían metido en temas de incapacidades para no tener más 
problemas -cuando se los cuestiona que no es una ley amplia, porque no es una ley que 
abarca todo- y justo con la policía sí se meten en el tema de incapacidad, sin ir al fondo, 
incluyendo dos renglones en donde lo único que dicen es que van a cesar en su función, 
sin ni siquiera matices de por ejemplo el tiempo transcurrido; sin ni siquiera establecer lo 
que nosotros pedimos: una junta médica externa que pueda determinar si esa 
incapacidad tiene nexo causal o no, con participación de otros entes de salud ocupacional 
del Clínicas. No sé, alternativas que no sean, le damos la baja, están de vivos, les damos 
la baja a todos. 


Entonces, esa parte nos preocupa y ya no sabemos cómo hacer para ¡lustrarles la 
situación, por eso les trajimos esos casos prácticos y si necesitan, o quieren más, o 
quieren hacernos alguna pregunta estamos abiertos para explicar. 


SEÑORA SALAZAR (Virginia).- Con respecto a lo que hablaba la doctora Nardone, 
esto no solo perjudica a la policía. Tenemos las tres cuartas partes de los policías, al día 
de hoy, que se jubilan por incapacidad. Perjudica, porque muchas veces estas personas 
son gente joven, obviamente, se incapacita por diferentes enfermedades, la mayoría por 
estrés laboral, todo tiene que ver con la función. Al tener que jubilarlos tan jóvenes, dejan 
de aportar y tenemos que solicitar cada vez más asistencia del Estado, o sea, nos está 
perjudicando a todos, porque estamos pidiendo asistencia del Estado para poder 
solventar esas jubilaciones. Esto debe tratarse desde la causa, de manera conjunta, con 
gente que trate la salud mental, con gente capacitada, con una junta médica que 
realmente funcione, porque la junta médica no está funcionando bien. 


Entonces, todo esto trae muchos problemas, porque la mayoría de las personas 
terminan jubiladas por incapacidad. La junta médica en dieciocho meses no puede 
establecer si una persona, realmente, está incapacitada o no. No le da el tiempo. 
Nosotros, solamente, para pedir un examen o un médico demoramos dos meses para 
que nos atiendan; entonces, es imposible que en dieciocho meses puedan manejar una 
situación de un funcionario con una incapacidad y puedan determinar si esa persona está 
apta o no. 


Esta ley nos perjudica, en cuanto al aumento de la edad, como les decíamos; al 
promedio que en vez de ser cinco años, como se hacía con la Ley N* 18.405, la tasa de 


TO 


reemplazo baja al 45% y es un promedio de 25 años. Eso como bien decía la compañera 
nos perjudica, porque es un 34% menos -nosotros hicimos los cálculos- de lo que se 
retira un funcionario al día de hoy. Y ya nos había perjudicado anteriormente con la Ley 
N* 18.405, porque nos habían bajado a una tasa de reemplazo del 50. 


SEÑORA NARDONE (Flavia).- Con respecto a esto, quiero aclarar la importancia 
de que este cálculo de 25 años también se va a usar -y nos parece que no es acorde a la 
situación del funcionario policial- para calcular las pensiones por incapacidades y por 
viudez con hijos menores de edad. Entonces, obviamente, ese ingreso que va a ir a la 
familia policial en los momentos de mayor vulnerabilidad, cuando hay una muerte o 
cuando hay una enfermedad, va a disminuir notablemente, porque no es lo mismo hacer 
un cálculo sobre cinco años, que sobre veinticinco, sobre todo teniendo en cuenta, como 
ellas decían, la carrera funcional. 


Entonces, esto no solo repercute en la jubilación, sino también en la actividad del 
policía y en el diario vivir de estas familias. Lo que va a pasar también, y es un miedo que 
tenemos, es que terminen trabajando policías enfermos, porque ya pasa, actualmente, 
que no se quieren certificar por la disminución de salario. Imagínense en estas 
condiciones, si tienen miedo a que les den la baja o se les disminuya mucho más el 
salario. Eso es lo que nos alarma. 


SEÑORA SALAZAR (Virginia).- En este período de convergencia hasta el año 
2033, todas las personas que configuren por la ley anterior, somos los únicos funcionarios 
públicos que tenemos que trabajar 35 años para configurar una causal de retiro, creo que 
eso es justo. Lo quería recalcar. 


SEÑOR CLAVIJO (Jorge).- Redondeando un poco lo que las compañeras 
acotaban, tengan en cuenta también que dentro de estos últimos veinticinco años que se 
van a computar tuvimos históricamente los salarios prácticamente la mitad en negro. Creo 
que eso también es muy perjudicial para el trabajador, más allá de las condiciones 
laborales a las que están sometidos los trabajadores policiales: la situación que 
atraviesan los compañeros en el INR es lamentable, sin olvidarnos de la falta de 
contención psicológica que hay dentro del Ministerio del Interior. 


No es el camino de solución dejar mal parados a los policías diciendo que están de 
vivos, que se certifican y no quieren laburar. La verdad, creo que antes de implementar 
este tipo de modificaciones, deberían atenderse, primeramente, las condiciones laborales 
de los trabajadores. 


Muchas gracias. 


SEÑOR REPRESENTANTE OTERO AGÚERO (Ernesto Gabriel).- Quiero saludar 
a la delegación. 


Los escuchamos muy atentamente y muchas de las cosas que se plantean, dudas, 
incertidumbres y algunos miedos -más que claro que esos miedos están muy justificados- 
ya las escuchamos cuando discutimos la LUC. Lo digo, porque en realidad existe, sin 
duda, una continuidad en esta ley -lógicamente que esto es opinión, no los estoy 
involucrando a ustedes-, en muchos aspectos que van a perjudicar el trabajo de los 
policías, sin duda, la calidad de vida de sus familias, su salud y su retiro. Tal cual, venía la 
discusión desde la LUC. 


Me surge una serie de preguntas. Más allá de que ustedes fueron picoteando y 
trataron muchos temas, nos parece interesante, de repente, repreguntar o hacer la 
pregunta desde otro lugar, a ver si estos insumos que ustedes nos traen, que son muy 
valiosos, nosotros los podemos sintonizar, entender y seguir analizando este tema. 


O 


En primer lugar, acá estuvo el ministro Heber y planteó que una de las grandes 
ventajas que tiene esta ley para la policía es que en, vez de trabajar 35 años, van a 
trabajar 30. Ustedes dijeron una cantidad de razones por las cuales están perjudicados. 
¿Creen que justamente esto es un beneficio o que todo lo que viene después, y que 
ustedes han planteado, en realidad queda a un costado y no termina siendo un beneficio? 


En segundo término, como sindicatos, como federación o unión de sindicatos, 
¿ustedes tienen algún tipo de contacto, coordinación? ¿Los datos que ustedes manejan 
surgen de la Caja Policial? Me interesaría saber eso también. ¿Qué tipo de relación 
tienen, porque es la caja de los trabajadores? 


También se habló mucho del tema de la incapacidad y de cómo se llegaría a 
temprana edad. Hace un rato estuvo el SUNCA y también coinciden muchos de los 
aspectos con respecto a la función, aunque parezca diferente, cuando el chasis de uno es 
el físico, todo tipo de actividad laboral termina siendo fundamental. ¿Ustedes manejan 
algún tipo de porcentaje de policías que terminan pidiendo un retiro adelantado por 
incapacidad? Sé que de repente uno termina preguntando cosas y que no se viene con 
los datos. 


¿Creen que el capítulo de pensiones de viudez también afecta especialmente a la 
familia policial? Se dieron algunos casos de policías heridos, pero, lamentablemente, 
existen muchos policías que se mueren en cumplimiento de su deber. 


Ustedes planteaban que Saldain había dicho que, justamente, el capítulo de 
discapacidad no estaba dentro de lo que él planteó. Nosotros, en estas semanas que 
llevamos, hemos descubierto que Saldain no quería y que entraron por la ventana 
política. Entonces, esto que es una constatación, habría que sacar los números de cuánto 
cuesta al Estado y ahí va la pregunta, si ustedes tienen el porcentaje de cuánto le cuesta 
a la Caja Policial, en este caso, esas jubilaciones por incapacidad. 


Por otro lado, en el estudio que hicieron, veo que lo hicieron profundamente, de la 
ley, encontraron algunos posibles artículos que puedan rozar lo inconstitucional, algo 
específico que ustedes identifiquen. Aunque no sea algo que los afecte, pero quizás por 
ahí nos puedan ayudar. 


Con respecto a la Caja, ¿ustedes creen que es posible que la Caja retome esa 
solvencia que en algún momento debe haber tenido? Acá vinieron todas las cajas 
paraestatales. Por ejemplo, la Caja de Profesionales esperaba que saliera una ley exprés 
antes de que viniera esta ley de reforma, porque entendían que ajustándose el cinturón y 
haciendo nuevas cuentas podían de una u otra manera, volver a ser una caja solvente. Lo 
mismo pasó con la Caja Bancaria, que plantea que hoy en día los problemas que están 
atravesando son parte de circunstancias de políticas de hace veinticinco, treinta años 
atrás, pero que en unos años se va a nivelar y la caja podrá ser solvente. 


Por último, ¿existe alguna pérdida puntual de beneficios, directamente a la familia 
del policía a través de esta reforma? Me imagino, algún tipo de beneficio tipo social. 
Descarto que además de utilizar el Hospital Policial pueden tener algún programa por 
temas de visión, por temas de enfermedades raras, etcétera. ¿Existe algo específico que 
se pueda perder? 


SEÑORA REPRESENTANTE GONZÁLEZ HATCHONDO (Adriana).- Bienvenida la 
delegación. 


Tengo dos preguntas concretas. También voy a hacer referencia a la comparecencia 
del ministro Heber acá a la comisión. 
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En primer lugar, él dijo que como consecuencia del aumento de la edad mínima de 
retiro vamos a tener que ser severos con la edad de ingreso de los nuevos policías. Un 
policía ejecutivo que ingrese con treinta y cinco años al instituto debería trabajar hasta los 
sesenta años para poder jubilarse. ¿Qué opinión tienen de eso? 


En segundo término, la inclusión de la seguridad social en el régimen de las AFAP, 
¿qué opinión tienen de esa cuestión? 


Muchas gracias. 


SEÑOR REPRESENTANTE SODANO (Martín).- Primero que nada quiero darle la 
bienvenida a la delegación y pido disculpas por mi entrada tarde. 


Yo tengo varias consultas para hacerles. Voy hacer las consultas que en su 
momento también hice al señor ministro del Interior cuando vino la delegación. Capaz que 
algunas de ellas ya las respondieron y me perdí esa parte; si es así les pido disculpas. 


El proyecto de la reforma tiene como principales modificaciones que la dirección 
nacional de asistencia y seguridad social policial sea incluida en un régimen mixto de 
seguridad social, esto es, que exista un pilar de solidaridad integracional como hasta 
ahora, más un pilar de ahorro individual, por lo que los aportes de los afiliados de la caja 
serán distribuidos en parte a la AFAP que cada afiliado elija. 


Dentro de eso, quiero saber qué provisiones se han podido tomar para la 
implementación de este nuevo sistema, si se tiene idea de los costos de adquisición o el 
desarrollo de un programa acorde para esto, que pueda tener el Ministerio del Interior. 


Cuando una persona con cobertura del Sistema Nacional Integrado de Salud 
comienza a desarrollar su actividad amparada en la Dirección Nacional de Asistencia y 
Seguridad Social Policial -por ejemplo, un agente- se le retiene de sus haberes el 
porcentaje correspondiente para la sanidad policial independientemente del pago del 
Fonasa por la otra actividad que pueda tener. De esa forma, se duplica la cobertura 
sanitaria. Si tomamos en cuenta el salario del agente de Policía y que al momento de la 
certificación médica para acreditarla en la Policía necesariamente debería concurrir al 
servicio de sanidad policial, pregunto si se evaluó el tema de implementar para los 
funcionarios la opción de aportar por uno u otro sistema. Me refiero a que puedan aportar 
al Sistema Nacional Integrado de Salud o al sistema de sanidad policial. 


De acuerdo a lo que expresó el señor ministro en su comparecencia, el personal 
ejecutivo debe tener tratamiento especial y los administrativos no. ¿No se considera un 
tratamiento especial para los administrativos que cumplen funciones cuasiejecutivas 
como, por ejemplo, los telefonistas de la DIMOE (Dirección de Monitoreo Electrónico) o 
del 911, de la Dirección General de Centro de Comando Unificado? 


Este personal concursa e ingresa como administrativo, pero termina atendiendo la 
línea de emergencia, lo que implica altibajos por las situaciones límites de las llamadas o 
la posibilidad de tener secuelas auditivas a largo plazo. Además, sabemos que estos 
funcionarios solicitan cantidad de certificaciones médicas como producto del estrés 
psicoemocional. ¿No son considerados para tener un tratamiento especial? 


En las unidades que mencioné hay personal ejecutivo que cumple las mismas 
funciones que los administrativos como, por ejemplo, atender la línea del 911 y la del 
DIMOE. Reitero, ¿no debería tomarse en cuenta el personal administrativo que cumple 
las funciones cuasiejecutivas de la misma manera? 


En primera instancia, estas son las preguntas. Si algunas ya se respondieron, pido 
disculpas. 
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SEÑORA NARDONE (Flavia).- En cuanto a la edad de ingreso a la Policía y sobre 
si realmente la rebaja de los 35 años de servicio a los treinta es un beneficio, debo decir 
lo siguiente. En realidad, si tenemos en cuenta el promedio de edad de ingreso a la 
Policía actualmente y que se va a aumentar la edad jubilatoria, no lo entendemos como 
un beneficio porque el policía seguramente llegue a los treinta y cinco años de servicio 
que se exige en la actualidad. Seguramente se exceda de esa cantidad de años porque 
en la Policía hay un límite de edad, como dijo el señor ministro. Entonces, si hacemos 
cuentas, el 80% de la policía se va a retirar con más años de servicio. Lo lamentable 
sigue siendo que esos años de servicio que se excedan y que implican un desgaste físico 
únicamente le van a sumar un 0,5% a su porcentaje de jubilación, que es muy poco. No 
se trata de que el policía, por trabajar más años, se vaya con una mejor jubilación. Eso es 
mentira. Se irá con un 2% -como mucho- si trabaja cuatro años más o 2,5% si trabaja 5 
años más. Si bien nos parece perfecto que se iguale al resto -no estamos en 
desacuerdo-, esa reforma no nos parece una mejora real y tangible. 


Como dijimos, si hablamos de la especialidad, de la función y de lo que pasa en la 
calle, está bueno bajar a la realidad. Entonces, bajemos a la realidad -también- esos 
treinta y cinco años porque hoy en día lo que más cuesta es llegar a la edad. Los años de 
servicio se cumplen porque los policías ingresan muy jóvenes a la función. 


Por otro lado -si hablamos de las inconstitucionalidades-, como dijo Virginia, 
tenemos un conjunto grande de funcionarios que va a quedar en un estado híbrido y a 
quienes se les va a seguir exigiendo treinta y cinco años y no treinta debido a la 
redacción de la norma. Eso nos parece inconstitucional y por supuesto que se harán los 
reclamos pertinentes. Como todos saben, los reclamos por inconstitucionalidad son 
particulares y, por lo tanto, tendremos que hacer quinientas. Si lo que se quiere es 
igualar, hay que igualar a todos. Hay un montón de funcionarios que no van a configurar 
con treinta años. Como se les va a aplicar el régimen anterior íntegramente van a seguir 
configurando con treinta y cinco años. 


En cuanto a las pensiones, toda rebaja de derechos es muy perjudicial, pero sobre 
todo para las familias policiales. Cuando la compañera hablaba sobre los turnos, muchas 
veces son semana por semana. Un policía trabaja una semana entera y descansa una 
semana; trabaja una semana y descansa una semana. ¿Alguien puede entender que si 
tiene dos o tres hijos la mujer de ese policía pueda tener un trabajo normal? ¡No! Lo 
mismo sucede con los turnos de veinticuatro por treinta y seis o de cuarenta y ocho por 
noventa y seis. Son turnos específicos y especiales; no es una familia como cualquier 
otra. 


Por lo tanto, las pensiones se van a reducir. Se van a exigir más requisitos, se va a 
reducir el porcentaje y eso va a afectar muchísimo a las familias policiales que, además, 
ya están supersumergidas. Estamos hablando de familias que están sumergidas. 


En la modalidad de semana por semana hay mucha gente del interior. Yo me enojo 
cuando voy a las reuniones con el señor ministro, y me dice: "Bueno, pero ellos sabían 
que iban a trabajar en Montevideo". Le digo: "Sí, ¿pero les diste la opción de trabajar en 
el interior?". Me contesta: "¡No!”. El policía se vio obligado a trabajar en Montevideo y a 
tener el régimen de semana por semana. Si le das la opción de trabajar donde vive 
seguro que la va a aceptar. Este tipo de situaciones son bien distintas a las del resto de la 
población de trabajadores y deben tenerse presente cuando se tiene en cuenta a la 
familia policial. En realidad, no hay una contrapartida de un trabajo del otro lado. 
Entonces, en general, el único ingreso es el del policía. Por eso también cuando el policía 
se enferma no se quiere certificar porque le baja el ingreso, no puede hacer 222 y todo lo 
que ya saben. Por lo tanto, con estos perjuicios va a ser peor. 
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En cuanto a las AFAP y los aportes al Fonasa debo decir que no tienen opción; ellos 
aportan a la Caja Policial. Quizás esto lo puedan especificar mejor las compañeras 
porque trabajan en la Caja Policial y en el sector económico del Ministerio. 


SEÑORA SALAZAR (Virginia).- Por supuesto que el tema de las AFAP perjudica 
porque si al día de hoy estamos recibiendo asistencia financiera del Estado, la situación 
empeorará cuando ya no estemos aportando para la misma caja. Además, hay que 
considerar a todas las personas que se van a jubilar y que no entraron en ese régimen. 
Nos va a perjudicar. 


Con respecto a la cantidad de personas que se retiran por incapacidad, representa 
las tres cuartas partes. Obviamente, esas personas dejan de trabajar a edad temprana, 
no siguen aportando, y eso también implica un desfinanciamiento para la caja. 


En cuanto a las pensiones, como es un porcentaje del retiro del funcionario, al 
disminuir también se perjudica a la pensionista. Además, a través de este proyecto se 
disminuye el porcentaje de la pensión. 


SEÑORA NARDONE (Flavia).- En cuanto a si tenemos información técnica, ellas 
conocen ciertos datos. No es que utilicen su trabajo para sacar información, pero están 
empapadas en el tema y saben de lo que hablan. Eso nos pareció muy importante para 
ejemplificar lo que está pasando. 


Cuando consultaron sobre si se consideraba algo para otros sectores como el 
administrativo es verdad que hay mucho en riesgo en la Policía y el subescalafón no dice 
lo que hacés. Vos podés hacer cualquier cosa y, sí, muchos administrativos oO 
escalafones de apoyo rozan las tareas ejecutivas. 


No hay nada previsto. Ni siquiera hay distinción entre una incapacidad con nexo 
causal y sin nexo causal. Por ello decimos que, de verdad, no se está observando la 
especialidad en nada. Nosotros hoy tenemos una ley que prevé un porcentaje o un tipo 
de cálculo para las incapacidades con nexo causal, otro sin nexo causal y otro con acto 
directo de servicio. En esta iniciativa lo único que aparece es lo que refiere al acto directo 
de servicio, pero el resto, si tu incapacidad es por nexo causal o sin nexo causal, vas a ir 
por el mismo porcentaje dividido los veinticinco años. ¡Va a ser todo lo mismo! 


No hay distinciones. No hay particularidades de los policías. De hecho, hasta 
querían bajar la bonificación al policía, y me imagino que todos lo conocen. Actualmente, 
tienen el siete por cinco, es decir, trabajan cinco años y les computan siete; ahora, se 
quería bajar a seis. ¡Ni siquiera le querían mantener al ejecutivo su bonificación! Mucho 
menos podemos pensar en otros sectores que las merecerían. Obviamente, eso se 
peleará en la comisión especial prevista e intentaremos que lo tengan en cuenta. La 
verdad es que la norma es muy general. A propósito, al doctor Saldain le decíamos que la 
igualdad tenía que venir por tener en cuenta las especialidades porque, si no, no es 
igualdad. Generalizar para todos no es igualdad. 


SEÑORA SALAZAR (Virginia).- Nosotros aportamos al Fonasa y al hospital. Es 
obligatorio que aportemos a los dos; no podemos optar. Si tenemos otro trabajo, nos 
aplican los dos descuentos. 


SEÑOR REPRESENTANTE OTERO AGÚERO (Ernesto Gabriel).- También 
pregunté sobre la posibilidad de recuperar la caja en sus números. ¿Tienen algún tipo de 
estudio al respecto? 


SEÑORA SALAZAR (Virginia).- Es muy difícil porque hay mucha gente que se 
incapacita y deja de aportar. Entonces, ¿de dónde recuperamos? Nosotros no estamos 
recuperando el montepío de todas esas personas que dejan de trabajar a temprana edad. 
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La caja cada vez se está desfinanciando más. Va a ser muy difícil que se recupere si no 
tratamos el tema de raíz. Deberíamos tener una mejor junta médica, una comisión de 
salud. Me refiero a un montón de cosas que no tenemos y que perjudican al funcionario. 


SEÑOR VALDOMIR (Sebastián).- Agradezco a la delegación que haya compartido 
este material con la Comisión. 


Tengo dos preguntas que complementan lo que ya fue preguntado por los colegas. 
La primera es con relación a algo que se mencionó cuando vino el Ministerio del Interior. 
En la primera intervención, el señor Jorge Filiberto mencionó que el Ministerio del Interior 
¡ba a traer un aditivo que se agregaría al numeral 2) del artículo 316. Cabe señalar que el 
artículo 316, tal como se aprobó en el Senado, es el que maneja lo de la asignación de 
retiro. El numeral 2) es el que habla sobre el retiro por incapacidad parcial. En ese caso, 
el señor Filiberto decía que se estaba trabajando para corregir un faltante que ya fuera 
mencionado aquí por la delegación y que se iba a agregar un inciso segundo para el 
numeral 2) de ese artículo que estableciera la prohibición del funcionario incapacitado en 
acto directo de servicio -en caso de que el funcionario fallezca- para los causahabientes. 
Dice: 


"De manera que en el acto directo de servicio la normativa prevé la situación 
especial en esta hipótesis. 


Lo que plantea el señor ministro, que es un agregado, es que esto es una 
prohibición expresa, pero podemos cambiarla por lo que tenemos hoy, que es que 
en el caso de los oficiales que no tienen ningún beneficio adicional, si se 
incapacitan o fallecen en acto directo de servicio, la Administración tenga la 
posibilidad de que los beneficios de seguridad social se calculen sobre dos grados 
más que el que tenían al momento de la incapacidad o del fallecimiento". 


Creo que aquí el señor Filiberto está mencionando dos contenidos distintos para el 
mismo artículo. 


En principio, quiero saber si para los sindicatos esto resuelve lo que hoy está 
establecido por el numeral 2) sobre retiro por incapacidad parcial, que establece: "Para 
quienes configuren causal de retiro por incapacidad total desde la fecha de vigencia 
prevista en el numeral 1) del artículo 6% incluyendo las situaciones derivadas de acto 
directo de servicio, se aplicará el procedimiento previsto en el artículo 48". Esto es algo 
que deberemos incluir en la discusión de la comisión y del plenario porque vendría 
propiamente como propuesta o como pedido del Ministerio del Interior. 


Quiero saber cuál es la posición del sindicato y si esto resuelve algún problema o 
deja alguna cosa por fuera. 


Tengo otra pregunta concreta. Si bien se reduce la cantidad de años de servicio 
también se va a reducir la tasa de reemplazo. Quiero conocer la posición de la USIP con 
relación a esto. Evidentemente, si es una tasa de reemplazo más baja, habrá cierto 
perjuicio en el haber jubilatorio. Me gustaría que desarrollaran su posición. 


Lo de la vía de ingreso creo que ya fue preguntado por la señora diputada Adriana 
González y creo que ya fue respondido. 


La tercera pregunta más general es si la USIP considera que dentro de este 
proyecto -en toda la variedad de funcionarios públicos- el funcionario policial es el más 
afectado o uno de los colectivos más afectados. Pregunto esto porque cuando el señor 
ministro vino hizo hincapié en respetar y valorar la especificidad de la labor policial. Sin 
embargo, según lo que recibimos tanto de la delegación del día de hoy como de la otra 
delegación de sindicatos de la Policía, eso no estaba muy plasmado en el articulado. 
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Quiero saber si la USIP siente que el funcionario policial es, dentro de toda la 
variedad de trabajadores públicos, el más afectado por este proyecto de ley. 


SEÑORA REPRESENTANTE MATO (Verónica).- Agradezco todo el material tan 
detallado que luego estudiaremos. 


Mi pregunta tiene que ver con los policías que trabajan en el INR. ¿Cómo se ven 
afectados los funcionarios policiales que trabajan en ese lugar? 


SEÑORA ROSSI (Virginia).- En relación a si entendemos que hay un detrimento o 
una pérdida en el porcentaje o en el nominal a percibir con estos nuevos cálculos, como 
dije desde el principio, más allá de que baja el porcentaje inicial para la causal de un 50% 
a un 45%, que el cálculo se base en veinticinco años de aporte es significativamente lo 
que genera esa pérdida. Lo que efectivamente genera la pérdida no es el porcentaje, sino 
la base de cálculo que se maneja sobre los veinticinco años de aporte cuando 
entendemos que la carrera de los funcionarios policiales es distinta a la de la actividad del 
sector público. Ello se debe a que depende de que exista la vacante para poder 
ascender. Además, cabe señalar que eso se genera al retiro de un funcionario -ya sea 
porque logró la causal jubilatoria o porque solicitó su baja por diversos motivos- o cuando 
se produce lo que se denomina una corredera al ascenso. Luego de aprobados los 
cursos de pasaje de grado, efectivamente debe existir la vacante para que aplique este 
último sistema. 


Si quisieran conocer cuál es la estructura de cargos vigente en el Ministerio del 
Interior podrían entender por qué muchas veces a los funcionarios se les dificulta lograr 
un incremento salarial. No hay dinamismo en la carrera funcional. A su vez, hay una 
diferencia entre la estructura de cargos de la jefatura de Montevideo con respecto a las 
unidades ejecutoras de la zona metropolitana que, por demanda y necesidad de servicio 
-esa es la razón por la que existe el Ministerio del Interior-, ha creado más cargos. En las 
jefaturas del interior hay menos cargos porque se entiende que se requiere menos 
personal. Por ello se ve afectado la pérdida de haberes jubilatorios. 


Con relación a lo del acto directo de servicio y si mejora en algo la modificación de la 
redacción, debo decir lo siguiente. El acto directo de servicio existe actualmente. En la 
redacción y en las reuniones con el doctor Saldain nosotros solicitamos que fueran 
específicas las características por las cuales se establecían los modelos de retiro con 
nexo causal, sin nexo causal, a razón de servicio y en acto directo de servicio. Esos son 
los modelos vigentes hasta ahora. 


Si no interpreté mal la lectura, si un oficial se retira en acto directo de servicio se le 
estaría dando el salario de dos grados más del que ostentaba cuando sucedió el hecho. 
Particularmente, nosotros no nos enfocamos en eso. Entendemos que en la ley vigente la 
mayor cantidad de actos directos al servicio se dan en la escala básica, es decir, no son 
en proporción mayores los casos que vemos que los actos directos al servicio se estén 
dando en la escala superior o de oficiales. Por lo tanto, ahí no movería mucho la aguja. 
Obviamente, es de interés que si a un funcionario se le determina el acto directo al 
servicio los haberes jubilatorios sean los mejores posibles, porque entendemos que lo 
que sucedió fue en razón de la función que está desempeñando. 


SEÑORA NARDONE (Flavia).- Con respecto al 45%, para nosotros es engañoso, 
porque teníamos un 50% con 35 años de servicio y hoy cuando lleguemos a los 35 años 
de servicio, seguramente, tengamos el mismo 50%. O sea, el beneficio no es ninguno en 
relación a otros colectivos que ya tenían un porcentaje de 45%. En realidad, a nosotros 
nos perjudican. Ahí voy a la pregunta de si nos vemos más afectados y la respuesta es sí: 
nos perjudican doblemente, porque nos aumentan la edad jubilatoria y nos bajan el 
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porcentaje. O sea, cuando nosotros lleguemos a la causal jubilatoria nuestra base de 
porcentaje va a ser un 5% menor. Hoy, los policías bonificados se jubilan, más o menos, 
con 50 años de edad y 25 años de servicio; en esa causal se van con un 50%, pero con 
la modificación de la ley cuando lleguen a los 55 años de edad -que va a ser su mínimo- 
además de haber trabajado 5 años más se van a ir con un 45%. Obviamente, el perjuicio 
es mayor que en otros colectivos que ya tenían este 45% y estaba reducido eso 


El 50% nuestro -o sea, la base- era que trabajaban 5 años más de servicio y ahora 
se nos reducen los 5 años de servicio, pero se nos aumenta la edad. 


En resumen, es engañoso y es más perjudicial que para el resto, porque se nos 
cambia el panorama, pero la base de la configuración de la causal es mucho más 
perjudicial que la actual. 


Quisiera agregar algo más del acto directo del servicio. Es importante tener en 
cuenta que en el año 2009 se reformó la ley jubilatoria y el acto directo de servicio hoy 
está muy reducido, es decir, no es como antes que todo era acto directo de servicio. Hoy, 
está muy reducido, por ejemplo, es en persecución, en incendios, en cuestiones 
específicas del servicio. Entonces, no todo entra en el acto directo del servicio y -como 
decían ellas-, en general, es para los subalternos, porque la verdad que son los que están 
más expuestos, van a los procedimientos y están todo el día en la calle. Esta modificación 
-si bien es beneficiosa, por supuesto- no varía. 


A nosotros no nos preocupa el acto directo del servicio -porque en general, no hay 
tanta dificultad con eso-, sino que lo que nos preocupa es el nexo causal; no hay 
distinción de nexo causal. No hay distinción de nexo causal; no es lo mismo si tiene 
vínculo con el servicio o no tú incapacidad, porque para esta ley es lo mismo; no hay una 
distinción en nada. Eso es lo que más nos preocupa, más allá del acto directo de servicio, 
porque entendemos que, dentro de todo, está previsto y mantiene lo mismo que 
establece la Ley N* 18.405, porque no lo toca, pero no se distingue el nexo causal que en 
la Ley N* 18.405 sí; eso sí nos preocupa. 


Con respecto al INR quisiera decir que es un colectivo muy particular y esto los 
afecta el doble, porque cuando hablaba de turnos semana por semana, la mayoría son 
del INR y los que trabajan en cárceles; la mayoría son del interior y tienen a su familia sin 
posibilidad de tener otro ingreso. Entonces, el desgaste de este colectivo -físico, 
psicológico y a todo nivel- es muy importante. Igual a nosotros no nos gusta hacer 
distinciones en esto. 


Les cuento en la interna que Saldain era una de las cosas que nos había propuesto. 
Cuando habían bajado la bonificación nos había dicho: "Bueno, a algunos colectivos le 
damos la bonificación y a otros no”. No, porque en realidad todos los ejecutivos tienen un 
desgaste importante. Pero sí es verdad que el INR, por las características del servicio, 
tiene una particularidad familiar, un desgaste físico en la función y una entrega por la que 
resulta más perjudicial todo lo que significa quitarle derechos, por ejemplo, cuando están 
enfermos y todo lo que hemos dicho. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la comparecencia a la delegación. 
(Se retira de sala la delegación de la Unión de Sindicatos Policiales, USIP) 
——-Ponemos a votación pasar a un intermedio hasta la hora 14. 

(Se vota) 

———Dieciocho por la afirmativa. AFIRMATIVA. Unanimidad. 


La reunión pasa a intermedio. 
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(Es la hora 13 y 15) 

———C ontinúa la reunión. 

(Es la hora 15 y 5) 

(Ingresa a sala la delegación del movimiento Un Solo Uruguay, USU) 

——-Damos la bienvenida a la delegación del movimiento Un Solo Uruguay (USU), 


integrada por la señora Marta Frascheri y los señores Iván Revello y Federico Holzmann. 


Tendrán un tiempo para exponer y luego se abrirán dos instancias de preguntas por 


parte de los legisladores para que puedan plantear sus inquietudes. 


SEÑOR HOLZMANN (Federico).- Gracias por la invitación. Esta instancia de 


diálogo les permitirá a ustedes conocer lo que opina el Movimiento y también podremos 
tener un ida y vuelta con algunas dudas que nos genera este tipo de reformas. 


Trajimos un documento que leerá Iván Revello y luego lo dejaremos. 
SEÑOR REVELLO (Iván).- Buenas tardes. 
Leeré la nota que hemos traído y que les dejaremos. 

"Montevideo, 15 de marzo de 2023. / Reforma de la Seguridad Social. 


Principio tienen las cosas, no es una reforma de la seguridad social, es una 
reforma jubilatoria. No ataca los verdaderos problemas de las jubilaciones y 
pensiones, sino que intenta, con la modificación de algunos aspectos jubilatorios, 
como la suba de la edad de retiro y el cálculo del básico jubilatorio, reducir el gasto 
del Banco. Por lo tanto, no es una reforma en favor de los trabajadores, sino que 
es un ahorro para el Estado en demérito de quienes trabajan y generan divisas 
para el país. Se cuida solamente la parte fiscal, el déficit fiscal, provocado por el 
mal uso de los dineros públicos y no por el pago de jubilaciones y pensiones. 


Hoy las jubilaciones son miserables, y para el futuro serán aún más bajas. 
Según quienes proponen esta reforma, si no la hacen hay riesgo de no cobrar esas 
prestaciones. Esa aseveración no es cierta, porque el pago de pasividades en el 
Uruguay, desde el año 1989, está asegurado y garantizado por la Constitución. 


Las viudas y viudos, según la edad que tengan al momento de ese desenlace 
en su vida familiar, ya no tendrán asegurada su pensión, y será por tramos. Hasta 
los 49 años, la prestación será de un año; entre 50 y 54 años, será de tres años; 
los mayores de 55 años de edad la percibirán en forma permanente. Esto ocurrirá 
al otro día de votada esta reforma. 


Hay otros aspectos muy regresivos de los que no se habla. Nos referiremos 
solamente a dos que consideramos muy complejos. Uno de ellos es muy invasivo 
en la vida de los jubilados. 


La hipoteca inversa es una creación de esta reforma. Quienes tengan una 
pasividad baja -hoy 250 mil personas cobran hasta $ 25.000 por mes- podrán 
concurrir a un banco o entidad financiera autorizada para estos fines e hipotecar su 
propiedad y les darán un monto mensual hasta su fallecimiento. A partir de ese 
momento, si sus herederos quisieran usufructuar esa propiedad o venderla, 
tendrán que pagar lo que su padre o madre percibió durante esos años; todo esto 
deberá hacerse en un plazo de noventa días. De lo contrario, quien tenga el bien 
hipotecado a su favor, quedará como propietario definitivo. Eso es una muestra 
clara de que las futuras jubilaciones van a ser muy bajas; por eso se ofrece esta 
alternativa. Además, los hijos, la esposa o esposo, quedarán sin el bien que 


os 


lograron luego de cuarenta años o más de trabajo. Este método se utiliza en 
España. Allí, por un inmueble de € 150.000, el jubilado recibe € 109 mensuales; 
saquen cuentas de cómo les ¡rá a nuestros jubilados. 


Por otra parte, se crea la Agencia Reguladora de la Seguridad Social. Se trata 
de una entidad que tendrá un directorio, cuyo presidente será elegido por el 
presidente de la República de turno y tendrá mucho poder. Estará por encima del 
Banco de Previsión Social y los otros cinco sistemas de seguridad social que hay 
en el país. Controlará la parte financiera de los sistemas y tendrá las potestades de 
intervenir si sus finanzas no están acordes con las prestaciones que se brindan. 
Además, puede hacer modificaciones en la ley vigente, por ejemplo, en la edad 
mínima para jubilarse. Hoy se establece un piso, pero no un techo, porque para 
reunir 30 años de trabajo documentados se puede llegar a tener 70 años de edad 
para acceder al beneficio. 


Por esto y mucho más, estamos en contra de esta reforma jubilatoria. 
Queremos una reforma integral y de fondo, que empiece por una política fiscal, por 
un aporte único y una jubilación publica única -más allá de los salarios y los 
aportes-, con un seguro privado voluntario, para aquellos que quieran tener una 
jubilación acorde a sus requerimientos económicos para la vejez porque tienen 
buen ingreso y pueden ahorrar. 


Decimos 'no' a las AFAP, porque no cumplieron con lo que se prometió 
cuando las impusieron en nuestro sistema de seguridad social. Son instituciones 
financieras con fines de lucro; el promedio de las prestaciones que pagan en el 
país es de $ 7000, porque no tienen una causal jubilatoria. Sus prestaciones las 
brindan de acuerdo con la expectativa de vida de cada trabajador; los ahorros son 
divididos por esos años; de ahí sus magros montos. 


Esta reforma no sirve, no toca ningún tema de seguridad social, no modifica 
las inequidades entre BPS y los otros cinco sistemas. Las jubilaciones más bajas 
por lejos son las del Banco de Previsión Social, y eso no se modifica. Los 
privilegios no se tocan; lo único que se busca es que el Estado ahorre en 
jubilaciones y pensiones, para malgastar en su propio beneficio, de quienes hacen 
y aprueban las leyes. No hay ninguna mejora para trabajadores ni empresarios; 
solo ganan las AFAP y el Estado, que ahorra en los más pobres, para luego 
despilfarrar. 


Cuando decimos no a esta reforma, también tenemos una propuesta. 
Decimos que hay que ordenar la política fiscal bajando los aportes -como dijimos-, 
con un aporte único, con formas de pago adaptadas a la producción. Que cada uno 
pague cuando tiene el mayor ingreso, cuando vende la cosecha de granos, la lana, 
el ganado, el arroz, etcétera. Para Industria y Comercio se deberían dividir los 
aportes por tipo de comercio, ubicación, capital de giro y tipo de mercaderías. De 
esa manera, seríamos más justos; cada uno aportaría en la medida de su bolsillo. 


Además, es necesario tener un orden y preocuparnos por los aportantes. 
Cuando se atrasa más de un mes, se lo debe llamar o concurrir a la empresa para 
buscar una solución, sin sacrificar al empresario, sin multas y sin recargos, para 
que se mantenga siempre dentro de las normas. 


Si nosotros bajamos los impuestos, la gente pagará y se labrará su propio 
futuro. Así no necesitaremos de un Banco de Previsión Social que haga viviendas, 
turismo social ni otras cosas. Dejemos que los trabajadores, durante su vida 
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laboral, gestionen sus ahorros, tengan su vivienda y puedan enfrentar una vejez 
dignamente". 


Habría mucho más para decir, pero lo dejamos por acá. Es necesario trabajar para 
tener un solo sistema de seguridad social en el país, con jubilaciones dignas para todos, 
con mínimos y máximos, con un sistema sostenible en el tiempo y la economía, con 
certezas en los beneficios que se brindan. No se debe reformar cada poco tiempo, 
poniendo parches que dan soluciones de muy corto plazo. 


SEÑOR HOLZMANN (Federico).- Ese es el sentimiento de todos los aportantes del 
Banco. Todo aquel trabajador y empresa que hace sus aportes ve que no es una reforma 
y que no ataca -como decimos en la carta- ningún aspecto social. Por el contrario, esta 
reforma es un mecanismo de financiación para el Estado. 


Nosotros tenemos una pregunta, porque no conocemos de cuánto se habla. ¿Qué 
cantidad de dinero implicará esta reforma? Esa transformación ¿cuánto dinero público va 
a llevar? ¿Cuánto más se va a acrecentar ese déficit que dice tratar la reforma? Nos 
gustaría saberlo. Sería interesantísimo tener ese dato; es algo de lo que nadie habla. 


SEÑOR REPRESENTANTE OTERO AGÚERO (Gabriel).- Agradecemos a la 
delegación por la visita. 


La nota ha sido bastante corta, pero muy clara, sobre los distintos puntos por los 
que rechazan la reforma. Nos han planteado preguntas; eso es algo novedoso. Hasta 
ahora, las preguntas las hacíamos nosotros. Yo me atrevo a decir que alguna de esas 
respuestas las tendrá que dar el oficialismo. El proyecto es a iniciativa privativa de este 
gobierno. Acá hay legisladores del oficialismo que podrán, o no, contestar. 


Ustedes saben que, solamente la Caja Militar está costando casi US$ 500.000.000 
al año. Con esta nueva ley se prevé ahorrar US$ 1.300.000.000 en 15 o 20 años, para 
bajar dos puntos del déficit. Ante el comentario que ustedes hicieron, vale la pena 
recordar lo que ha sucedido hasta ahora. Y en la Caja Militar no hay cambios; tampoco 
hay beneficios para los soldados, para la tropa. Eso es algo que nos gusta plantear. 


Ustedes están preocupados por temas relativos al trabajo; la creación de trabajo es 
una de las acciones más nobles para que un país salga adelante. Me gustaría saber qué 
opinión tienen con respecto al proyecto -aunque fueron claros en cuanto a que no traerá 
muchos beneficios- en el caso de las MIPYMES, que son el corazón, el riñón y el hígado 
de nuestra economía. Ellas representan un alto porcentaje y para más del 80% de los 
trabajadores su sustento parte de esas pequeñas y medianas empresas. ¿En el análisis 
del proyecto vieron algún punto favorable al respecto? Digo esto porque los trabajadores, 
que a nuestro gusto van a ser damnificados, mayoritariamente van a salir de allí. 


Según entendí, ustedes plantearon que tendría que haber un aporte único pero 
diferenciado. Sería un aporte con una base única pero que esté diferenciado, tal vez, en 
aspectos de la producción, de giro de la empresa. Imagino el caso de un quiosquero que 
tiene un empleado, vende diez cajas de chicles, tres cajas de cigarros y capaz que 
levanta quiniela, paga 7,5%. Pero la Caja Rural paga 2%. Hay asimetrías que no 
cambian. ¿Podrían profundizar en ese aspecto? 


SEÑOR REPRESENTANTE VALDOMIR  (Sebastián).- Agradecemos a la 
delegación de Un Solo Uruguay por hacerse presente en el día de hoy en la Comisión y 
por el documento que nos van a dejar. Voy a hacerles unas preguntitas. 


Se hizo mención a las jubilaciones más bajas. Quisiera saber cuál es la opinión de la 
delegación con respecto al suplemento solidario. El suplemento solidario es lo que se 
dispone como un pago específico para las jubilaciones más bajas. Es como el punto 
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específico que quiere atender este proyecto en determinadas franjas de las jubilaciones 
más bajas. Quisiera conocer la opinión que tienen al respecto. Entendí claramente lo de 
la posición del movimiento con relación a la hipoteca inversa. 


Por otro lado, quisiera conocer la opinión de ustedes con relación al tema de la 
agencia reguladora que se va a crear a través de este proyecto, que no va a tener 
representación de los trabajadores ni de los jubilados ni de los empresarios. 


En tercer lugar, quiero referirme al tema específico de la aportación rural. Cuando 
recibimos al Poder Ejecutivo nos dijeron que no incrementaba ningún tipo de aporte. Aquí 
también hemos discutido en varias oportunidades que la tasa de aportación del sector 
agropecuario está por debajo de la patronal, por más que los patrones rurales también 
tienen que hacer su respectivo aporte. Yo entiendo que un 1,9%, un 2% de aporte en el 
sector agropecuario puede esconder diferentes situaciones. Quisiera conocer el 
pensamiento de la delegación con respecto a esto, porque posiblemente un chacarero, un 
tambero chico, un quintero, debería aportar menos que un 1,9%. ¿Por qué? Porque trata 
de producir alimentos, de llevar adelante una unidad productiva familiar con muchos tipos 
de dificultades, muchas veces sin acceso a crédito, sin acceso a posibilidades de generar 
innovación tecnológica, en un país que se precia sea productor de alimentos, y de 
repente hay sectores particularmente muy poderosos que han hecho mucha ganancia en 
los últimos años, fruto del aumento del precio de los commodities para los cuales, de 
repente, 1,9% es un porcentaje muy bajo. Quisiera saber cuál es el pensamiento de la 
delegación con respecto a la aportación en general del sector agropecuario y si ellos no 
piensan que, en realidad, algunos deberían pagar mucho más y algunos mucho menos o 
nada. 


Por último, quiero referirme a algo que consultaron. 


El día 7 de febrero, cuando vinieron los Ministerios de Economía y Finanzas y 
Trabajo y Seguridad Social y el doctor Saldain, les preguntamos cuánto valía la transición 
de este sistema a la futura reforma. En la página 53 de la versión taquigráfica figura lo 
que dijo el señor Gustavo Michelin. Leo textual: "Las estimaciones que se hicieron con el 
esquema de aportes que está en este proyecto de ley arrojan que sobre el año 2040, que 
es en la mitad del período, la transferencia del Estado a las AFAP por aportes que fueron 
destinados a las cuentas de sus afiliados estaría entre US$ 100.000.000 y 
US$ 120.000.000”, anuales. 


Luego el señor director de la OPP, el economista al Alfie, dijo lo que figura en la 
página 64: "La pregunta sobre la transición había sido respondida por el economista 
Michelin: iban subiendo y terminaban en los US$ 120.000.000 anuales. Ese sería el costo 
de la transición". 


Luego, hay otra pregunta sobre cuánto es el monto del suplemento solidario. La 
respuesta del doctor Rodolfo Saldain figura en la página 80 de la versión taquigráfica. 
Dijo: "El suplemento solidario estaría a cargo del Banco de Previsión Social, en caso de 
prosperar la reforma [...] En su primer año de aplicación, tendría un costo de 
US$ 40.000.000. Tengo los datos cada cinco años, no año a año. En la década del 
treinta, pasaría a tener un costo de US$ 110.000.000; US$ 174.000.000. En el año 2050 
estaría cerca de los US$ 600.000.000 y seguirá creciendo hasta llegar a un techo, en el 
año 2070, de US$ 780.000.000, aproximadamente. Ese sería el costo del suplemento 
solidario". 


Todo esto figura en la versión taquigráfica. Es la información que nosotros, los 
legisladores de esta Comisión recibimos por parte de la delegación del Poder Ejecutivo, 
que vamos a recibir nuevamente el día martes de la semana que viene. 


-30 - 


En concreto, respondo a un planteo que hizo Holzmann, pero también le agregaría, 
en definitiva, cómo ellos plantean que se debería financiar la seguridad social, si con 
aportes de los trabajadores y de los empresarios solamente o tendría que haber algún 
tipo de financiamiento por fondos específicos estatales, afectando alguna actividad en 
particular, no sé, las empresas públicas, el uso de la tierra, es decir qué verían ellos como 
una posibilidad viable para comenzar a estudiar. No queremos ninguna propuesta 
concreta porque sabemos que no es este el momento de estudiar alternativas, sino de 
pensar qué está considerando Un Solo Uruguay como fuente de financiamiento para 
soportar el gasto de las jubilaciones y pensiones en nuestro país. 


SEÑOR REVELLO (Iván).- Las preguntas que hemos escuchado son claramente el 
indicio de que la reforma no es buena, porque todos los puntos a los cuales hace 
referencia son trámites; es más burocracia para nosotros y para el funcionamiento del 
Estado. Seguramente ustedes se darán cuenta de que nosotros no somos técnicos, 
somos productores ganaderos o agricultores, y la señora Frascheri es jubilada, pero 
tenemos claro que la reforma no es tal porque ni siquiera ataca las causas. En eso sí nos 
vemos todos desmerecidos. Cuando hablamos de las causas, hablamos de la situación 
interna del BPS. La reforma debería empezar por ver cómo gasta el BPS la financiación, 
cómo se crea el déficit y por qué aumenta. 


Se pregunta si no debería tributar más alguna parte de la producción, según lo que 
hace, y se pusieron dos ejemplos: el de un quiosquero y el de un tambero. Seguramente, 
sin datos, el 70% de los productores rurales no gana líquido en sus predios lo que gana el 
quiosquero. O sea, no es tan fácil llegar a una equidad en esa parte. Lo que sí es equidad 
es empezar a cuidar el banco desde adentro y ver cómo hace sus gastos. Tenemos más 
de US$ 600.000.000 y US$ 200.000.000 están referidos a seguros médicos, pero a ese 
punto no se le ha buscado una solución. El mundo es redondo, pero es desparejo y 
dentro de esa bola está toda la gente que aporta, toda la gente que trabaja, toda la gente 
que, como ustedes dijeron, hace que este país sea lo que es, que tenga la economía que 
tiene. Los jubilados hicieron un contrato cuando aportaban, pero luego cuando llegue el 
momento de cobrar los beneficios de lo que ahorraron en ese proceso de solidarización, 
como se le llama a este sistema, van a descubrir que tienen que pagar un impuesto; se 
viola la palabra y eso lo hace el legislador, el gobierno en nombre nuestro, en nombre del 
Estado. Entonces, si no empezamos por hacer que el Banco sea creíble -por lejos, no lo 
es- no vamos a poder llegar a algo parecido a una reforma. Si no cambiamos algo dentro 
del Banco, no va a cambiar ese endeudamiento ni va a cambiar esa desfinanciación. Ya 
estamos diciendo, como lo dijimos en el documento, que las jubilaciones van a ser más 
bajas, porque toman en cuenta más años de vida. La manera de hacer esta reforma es 
recaudar más para pagar las consecuencias de una mala administración cuando, en 
realidad, tendría que ser buscar la causa que generó esta situación. Hay empezar por ahí 
y después ver el final. 


Para nosotros es muy difícil contestar preguntas puntuales cuando se refieren a 
partes técnicas, pero vemos en nuestro pueblo el funcionamiento del Banco de Previsión 
Social y la situación de los jubilados. Esta reforma propone cinco años más de trabajo 
cuando todo el mundo sabe que la mayoría de las personas, si puede, se jubila a los 63, 
64 o 65 años, o sea que las próximas generaciones se van a jubilar sobre los 70. 
Imagínense ustedes a un chofer de camión. El tipo puede jubilarse a los 60 años. Quizás 
tenga problemas de obesidad, de vista; los problemas lógicos que tenemos todos a edad 
avanzada, pero conduce un camión en la ruta; tiene que subirse a ver si no se le cayó 
una vaca adentro de la jaula; tiene que subirse a ver si la lona no se le desató y lleva 
grano. A esa persona la van a exponer -hoy ya se está exponiendo tres o cuatro años- 
ocho o diez años más, o sea que estamos saliendo de todos los cabales de la naturaleza 
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del hombre mismo para ver si podemos recaudar unos pesos más a fin de solucionar un 
problema que, en la base, va a quedar sin tocar, sin solución y ni siquiera le añadimos 
jubilaciones privilegiadas; todas jubilaciones que son políticas porque las votaron en cada 
gobierno, gente que no aportó. No es una reforma; es un vicio del Estado. 


SEÑOR HOLZMANN (Federico).- No queremos escaparle a las preguntas que 
hicieron. El documento que vamos a dejar fue el leído. Obviamente, es muy extenso, pero 
lo que dice Iván es lo que se plasma en él. 


Cada pregunta de las que hicieron está respondida, obviamente, entre líneas, pero 
aquí el problema es no cuidar los dineros públicos. 


Se citó lo de la solidaridad, lo de un tipo de jubilación justo, también de la jubilación 
militar, pero hay cinco o seis tipos de solidaridad que los legisladores tomaron para este 
tipo de gente. ¿Por qué se hizo eso? Nadie preguntó cuánto vas a aportar. Inclusive, hay 
jubilados que nunca hicieron aportes que también están y también hay privilegios que 
gozan las próximas generaciones. Entonces, hay mucho por dónde trabajar dentro del 
Banco en cuestión. Nosotros no vemos esta denominada reforma, como la llaman, 
consiguiendo dinero de afuera, que es básicamente como solucionamos todo en 
Uruguay. 


Por si fuera poco, hacemos la pregunta de si no habría que pagar más. ¿Quién 
podría pagar más? ¿No podríamos preguntar cómo podemos hacer para ahorrar? 
Juntémonos y empecemos a ver dónde podemos ahorrar en esas jubilaciones de 
privilegio, en situaciones que atiende el Banco a Previsión Social, como vivienda, cuando 
tenemos una agencia de vivienda; en turismo, cuando tenemos un Ministerio de Turismo, 
en cumpleaños de 15 cuando podemos hacerlo en otro lado; en soluciones financieras. El 
BPS atiende soluciones financieras, y estamos hablando de que tenemos déficit. ¿No 
podemos empezar a trabajar por ahí? ¿No será que podríamos empezar, poco a poco, a 
trabajar desde otro punto de vista? Tenemos locales en el BPS que están siendo 
utilizados en comodato por ciertas organizaciones. ¿Es necesario esto para el BPS? ¿Es 
necesario que lo tenga? ¿El Banco no fue creado para jubilaciones y pensiones? Con 
esas pocas cosas que les dije, la plata de ese déficit, esos US$ 680.000.000, quédense 
tranquilos que la plata está dentro del Banco y no hay que salir a buscar a ningún lado ni 
intentar llevar adelante una reforma que no es reforma. Simplemente hay que poner el 
empeño en ahorrar los dineros públicos, que es lo que nos duele a nosotros que somos lo 
que aportamos. Lo que no queremos es que nos sigan diciendo: "Tiene que pagar más". 
No sabemos si tenemos que pagar más. Nosotros ponemos el empeño todos los días de 
nuestra vida. 


Quiero tomar lo que se decía sobre los transportistas porque realmente me 
preocupa. Se habló aquí de la producción de un tambero. Imagínense con esa edad 
andar arriba de un caballo cinco años más, arreando las vacas. Además, hoy en día, 
están cambiando las pruebas, son más exhaustivas, para conseguir una libreta 
profesional. Es casi imposible que un hombre con 62, 63 o 65 años pueda obtenerla. Me 
parece que estamos corriéndonos del foco totalmente. Están señalando a quien aporta y 
no poniendo el ojo donde habría que hacerlo, que es en el ahorro. Esta es nuestra 
realidad. 


SEÑORA FRASCHERI (Marta).- Buenas tardes, muchas gracias por darnos la 
oportunidad de dialogar con ustedes. 


Yo soy médico clínico, doctora jubilada, a los 65 años, hace 7 años. 
Quiero hacer algunas puntualizaciones del léxico. 
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Con respecto a la reforma, ¿qué es reformar? Si yo reformo mi casa, ¿qué hago? La 
agrando, la achico, hago puertas, tiro paredes; hago otras cosas, no la dejo como está. Y 
ya los compañeros dijeron que acá no se toca nada de lo básico, o sea, estamos 
pintándola, cambiándole un poquito el antifaz. Esto no es una reforma; es una nueva ley 
sobre jubilaciones y pensiones. Eso en cuanto al léxico. 


Por otro lado, tenemos al Banco de Previsión Social. ¿Qué hace un banco con mi 
dinero, cualquier banco: el República, el Scotiabank, el Itaú? Lo invierte y mi dinero 
produce. ¿Qué hace el BPS con mi dinero? Lo gasta. No invierte en nada, no invierte en 
nada productivo. Lo gasta, lo regala, como decía recién Federico, en comodatos en 
jubilaciones de no aportantes. 


Una tercera parte del déficit del BPS es por licencias médicas prolongadas 
injustificadas; eso lo sé desde adentro, ya lo viví. Otro tercio es por financiaciones, por no 
cobrar impuestos o porque ciertas empresas no aportan y, otro tanto, como ya lo dijo 
Federico, no lo voy a profundizar: es el gasto en prestaciones que lo puede hacer el 
Ministerio de Salud Pública, el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente, el Ministerio de Turismo. ¿Para que están esos otros ministerios? ¿Son 
adornos? 


Entonces, nosotros, los jubilados que tenemos una jubilación decente, no es por 
regalo. Nosotros aportamos. Yo aporté -sin hacer bandera-, solamente 43 años al BPS. 
Resulta que en la mitad de mi carrera me ponen un impuesto porque mi aporte de 
empleado no alcanza: el impuesto a las retribuciones personales, el siempre bien 
nombrado IRPF. Y cuando llego a mis años de retirarme, resulta que me veo beneficiada 
con el impuesto agregado a la seguridad social. 


Toda la coalición, no uno, todos dijeron que en este período se iba a iniciar la 
derogación parcial del ASS. Y, ¿qué hizo el señor presidente”? Lo bajó, lo disminuyó, tal 
como podemos disminuir el precio de las papas o del litro de leche. Hoy esto significa que 
hay ciento ochenta mil ciudadanos, con derecho a voto, que estamos con la espada de 
Damocles, porque como lo disminuyeron, mañana lo pueden subir. No es lo mismo 
disminuir que derogar. Y de esta promesa preelectoral se olvidaron todos nuestros 
representantes de la coalición multicolor; se olvidaron. Se olvidaron de que los que 
aportamos al |ASS somos ciudadanos que trabajamos 30 o 40 años y que hicimos todos 
los aportes al BPS; nunca trabajamos en blanco. 


¿Qué esperan? ¿Nosotros somos los héroes? ¿Nosotros los de 70, 80 años ahora 
somos los héroes que tenemos que salvar al BPS, al país y a las jubilaciones de hambre? 
Nos quieren nombrar héroes. No necesito ese nombre. Lo que necesito es, como ya lo 
dijimos, ser tratados por iguales. 


Ningún malla oro; no, no. Acá no se habla de los malla oro de las jubilaciones 
bancarias; acá no se habla de los malla oro de los no aportantes. Acá se habla de los que 
hicimos durante toda una vida los aportes correspondientes, más el impuesto agregado a 
las retribuciones personales y ahora además, el lASS. Pero además, lo aportamos de 
todas las jubilaciones, más después tenemos que reliquidarlos. Pero, no solo reliquido lo 
del BPS, reliquido lo de la Caja profesional, lo de la AFAP, lo de la Civil, todo. 


Por lo tanto, un jubilado con dos aportes, por ejemplo, al BPS y a la Caja Profesional 
le regala al Estado, le dona al Estado el 50% de lo que recibe: más del 20% en el IVA, y 
el 33% cuando reliquida el lASS. Esto lo sabemos, lo conocemos y lo sufrimos los que 
construimos el Uruguay de hoy. Porque este Uruguay que tenemos, no fue de regalo; fue 
porque todas las generaciones anteriores pusimos el hombro, pusimos horas de estudio, 
horas de trabajo, mucho aporte, y resulta que ahora nos quieren hacer los héroes. No 
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quiero ser el héroe, no quiero ser castigada por haber cuidado mi vida y tener una mejor 
sobrevida, una vida útil. 


Podemos ser parte de la sociedad de muchas formas, aconsejando, teniendo 
experiencia, teniendo caminos recorridos y no destratados con esta desigualdad que no 
es solo en el BPS, es en todo el staff parlamentario. 


Gracias. 


SEÑOR REPRESENTANTE OTERO AGÚERO (Ernesto Gabriel).- Agradecemos 
nuevamente por las respuestas a la delegación. 


Quiero hacer dos preguntas que son muy puntuales y que me gustaría saber vuestro 
parecer. 


La primera pregunta es si esto de alargar cinco años más la edad para jubilarse no 
trae un tema adicional, que es el envejecimiento del campo. Una de las cosas que 
planteó la primera delegación, la del Poder Ejecutivo lo hizo desde la cuestión 
demográfica. Es decir, envejecemos más, no sé si tenemos más calidad de vida, pero 
vivimos más años evidentemente, y nacemos menos. Ya existe un problema, desde hace 
muchísimos años detectado en el campo, específicamente. Yo soy de Montevideo, pero 
Montevideo tiene un área rural de un 60%. El departamento de Montevideo no es solo 
ciudad; la granja es muy importante, y un porcentaje altísimo de los alimentos se 
producen por acá. He recorrido mucho por años y he tenido y tengo una amistad muy 
importante con productores asociados en la Sociedad de Fomento Rural. Lo que hemos 
visto, y lo que hemos comprobado porque nos lo han dicho es que en realidad van 
quedando ellos con el bastón, laburando, porque la gurisada piensa más en vender o en 
estudiar e irse y todo lo demás. Para mí, ese fenómeno se da, porque es muy difícil para 
el productor jubilarse dignamente. Por tanto, no tiene más remedio que seguir echando 
para delante. Entonces, la pregunta puntual es si estamos frente a otro empujón de 
envejecimiento del campo. 


Otro tema que no plantearon, aunque estuvieron ahí rondándolo, es la posibilidad de 
que el sector rural entre en las jubilaciones anticipadas, en la excepción. Cuando estuvo 
la delegación del SUNCA, antes que ustedes, planteaba quién llega después de los 50 
años con la fuerza, la motricidad, y las ganas también de seguir laburando en esto. 
Además, del otro lado, quien precisa una mano de obra, no va a tomar a alguien que está 
en una edad avanzada cuando se trata de un trabajo duro y todo lo que sabemos. 


Por lo tanto, me gustaría que pudieran profundizar un poquito más en esas dos 
cuestiones, porque creo que podrían redondear lo que esperábamos. 


SEÑOR REPRESENTANTE PERRONE CABRERA (Álvaro).- Doy la bienvenida a 
la delegación. 


Quisiera saber si han tenido tiempo de estudiar el nuevo sistema que tiene el BPS 
en cuanto al control de certificaciones médicas, donde hay un cruce con la historia clínica. 
Yo tengo una opinión formada al respecto que no es necesario que la exprese, pero 
quiero preguntarles a ustedes si ven que ese sistema va a ayudar a corregir las malas 
certificaciones o el abuso. 


SEÑORA REPRESENTANTE MATO (Verónica).- Quiero preguntarles qué opinión 
tienen con respecto a la Caja Rural, ya que hace unos días recibimos una delegación que 
nos habló sobre el déficit importante que tenía. 


Con respecto a la hipoteca inversa, ustedes fueron muy claros en su opinión. Creo 
que de las delegaciones que han venido la de ustedes fue la más contundente en cuanto 
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a su opinión y su visión en relación a la hipoteca. Ustedes hablaban de España. No sé si 
conocen otros países que hayan aplicado este mismo sistema; sería bueno compartirlo. 


Hace unos días recibimos a la Unión de Exportadores, que sin duda tienen un 
vínculo de trabajo con ustedes, quienes nos daban una mirada diametralmente opuesta 
con respecto a esta reforma. Más allá de la relación que tienen con la Unión de 
Exportadores en esa cadena de producción, quisiera saber cuál es el vínculo que los une 
y si han dialogado con ellos. 


SEÑOR REPRESENTANTE RODRÍGUEZ (Juan Martín).- Quiero saludar a la 
delegación. 


Sin ánimo de discutir, porque eso es lo que nos hemos fijado como hábito en esta 
Comisión, se hizo una afirmación y, de hecho, se le atribuyó el adjetivo de mentira. Por 
eso, nos parece oportuno dejar una constancia en la versión taquigráfica. En el 
Compromiso por el País, que es el documento que suscribieron los cinco líderes de los 
cinco partidos políticos que conforman la coalición de gobierno, en su página 33, habla 
sobre proteger a los más débiles. En su último punto, dentro del capítulo número 9, dice: 
"En la medida en que el estado de las finanzas públicas lo permita, considerar una 
eliminación gradual del lASS”. 


Y lo que hemos atendido, ya el año pasado en su anuncio por parte del Presidente 
de la República, ante la Asamblea General y este año con los datos concretos, y con el 
proyecto de ley que en un rato estaremos votando en la Cámara de Diputados, que 
cuenta con media sanción de la Cámara de Senadores del día ayer, es justamente 
comenzar a transitar por el compromiso electoral que oportunamente se asumió. 


Muchas gracias. 


SEÑOR HOLZMANN (Federico).- Con respecto a la pregunta sobre la vejez en el 
campo, es la realidad con la que nos encontramos. Tristemente, existe una realidad que 
no está relacionada, o en una parte sí, y es lo que decía Iván hoy. Los ingresos que tiene 
sobre todo esa gente de la granja, pero no por fuera de la granja, sino también el 
productor en general. El Uruguay ha cambiado su composición de los denominados en 
algún momento oligarcas; no existen más, o por lo menos, no existe más esa gente de 
ciudadanía nacional, que son uruguayos. Se ha achicado tanto, que tristemente su familia 
muchas veces no puede llegar a quedar en el campo, porque no viven sus familiares. 


Tanto las dimensiones como el tipo de explotaciones y el alto costo que hoy 
tenemos de burocracia y de gasto de este país, que es la parte que toca el BPS, no 
permiten que de una fracción de producción puedan vivir dos o tres familias. No pasa eso. 
Entonces, obviamente, el hijo, que puede ser quien suceda esa producción busca hacer 
otra cosa y se retira. Allí quedan los padres durante muchos años y muchas veces hasta 
cuando fallecen y vienen sus hijos, de repente, con cincuenta, cincuenta y cinco años, 
cuando ya hicieron otra cosa. Ahí empieza a desencadenarse parte de lo que se está 
aventurando, que es la extinción de ese sector. Nosotros hemos presentado trabajos, 
donde la población rural está en los niveles más bajos de la historia y tememos que en 
este próximo censo muestre otra caída. Eso seguramente que es así. 


No tenemos vínculo con los exportadores, pero claramente es una actividad bien 
distinta. Uno está en lo que es la parte de la producción y los exportadores, en definitiva, 
lo que hacen es un negocio de intermediación, es completamente distinto a lo que se 
encara netamente una producción en el ámbito rural. 


Sobre la hipoteca inversa, claramente, está plasmado acá, y nosotros lo 
establecimos porque es el anuncio más claro de que las jubilaciones van a ser más bajas. 
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Cuando en el promedio sumamos cinco años más con un básico, lo que estamos 
diciendo, más allá de lo que ocurra en la economía, es que va ser otro factor que impacte 
y seguramente las jubilaciones van a ser más bajas. Estamos poniéndoles más años en 
ese promedio, que es lo que va a provocar eso. 


Nosotros tomábamos el ejemplo de España, porque fue lo que encontramos y 
leímos. Otros países como Alemania, lo que hacen es no ir por esta vía, que a posteriori 
como lo describíamos allí, quien venga después de desaparecido, el titular del bien, lo 
que se va a encontrar es que en noventa días va a tener que solucionar esa cantidad de 
plata que fue como contrapartida de esa hipoteca; va a tener que pagar eso para seguir 
teniendo el bien. Lo que sí vemos, que unificamos y que es lo que nosotros mencionamos 
aquí en este documento, es que todo aquel que tenga una capacidad de ahorro mayor, 
puede tener la posibilidad de generar un ahorro en una clase de seguro, que es lo que se 
hace, hoy existe, y que lo puede hacer perfectamente más adelante. Por eso lo 
establecemos allí, porque es bastante importante; el tema no es menor. Se está 
buscando una alternativa que permita mejorar ese ingreso por medio de una hipoteca, 
algo que no hace esta reforma que se pretende llevar adelante. 


SEÑORA FRASCHERI (Marta).- Agradezco la pregunta que formula el señor 
diputado. Conocemos esa ley. El tema es que va a tener un efecto en cierto modo tardío. 
Al año de que entre en vigencia -todo va a estar registrado- se va ver quién tiene el 
diagnóstico, la historia. Nosotros creemos que aporta bastante y que, sobre todo, ese 
trabajador que se certifica en una empresa -no importa cuál- luego se va a otro pueblo y 
se pone a instalar aires acondicionados. Nosotros conocemos a una persona, vecina 
nuestra, que está certificada en el frigorífico Solís por un problema de hombro, pero en el 
pueblo de al lado instala aires acondicionados, por ejemplo. Además, en el frigorífico 
tiene una muy larga historia de certificaciones. Es más: por mi práctica clínica, conozco 
personas que vienen a visitarme para que las certifique por una razón y que terminan 
haciendo toda una ronda de colegas que los van certificando por distintas enfermedades 
no invalidantes, y así pasan años. Eso es real. Por lo tanto, pensamos que hay una 
buena parte que va a desaparecer. 


Por otra parte, quiero referirme al aumento en la edad de trabajo, sobre todo en el 
sector rural y en el transporte. ¿Qué va a suceder? Como contrapartida habrá muchas 
certificaciones médicas. El obrero de la construcción que no se puede jubilar y que 
tampoco puede trabajar, ¿qué va a hacer? Se va a certificar justificadamente o va a tener 
una jubilación por enfermedad. Lo mismo va a pasar con el transportista y con el granjero. 
Claro, el de la granja o el lechero ama su trabajo y tampoco se certifica: trabajará otro o 
pagará más a un peón. Eso no conduce a mejorar la productividad nacional, y es muy 
importante. 


Algo que no hemos mencionado -por lo menos en esta oportunidad- refiere a todos 
los extranjeros jóvenes que vienen al Uruguay. Somos un país de inmigrantes. Tenemos 
muchísimos trabajadores de habla hispana de países que todos conocemos, que vienen, 
que invierten y que trabajan en el Uruguay. Además, trabajan legalmente y aportan. En el 
envejecimiento poblacional nosotros contamos lo viejo que somos nosotros, los 
uruguayos que seguimos vivos y en Uruguay, pero no estamos contando a todos los 
jóvenes extranjeros que vienen y que están empleados o que tienen su empresa. Por 
ejemplo, vine hasta aquí en un taxímetro, y le pregunté al conductor de dónde era. Me 
dijo que era cubano, que se había casado en Uruguay y que tenía hijos aquí. Además, 
sus hijos ya trabajan. Por lo tanto, todos son aportantes porque son ciudadanos 
uruguayos. Entonces, contamos la natalidad de los uruguayos, pero no contamos a los 
extranjeros. ¿Vamos a hacer algo integral? 
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SEÑORA REPRESENTANTE MATO (Verónica).- Había consultado sobre la caja 
rural, sobre su déficit. ¿Ustedes manejan algún dato al respecto? 


SEÑOR HOLZMANN (Federico).- Nosotros plasmamos en este documento que hay 
muchísimas empresas endeudadas con el BPS y que se necesita un Banco más cercano. 
No puede ser que aquí haya empresas que tienen deudas desde hace muchos años. El 
productor sabe que en determinado momento no puede pagar, pero como el interés por la 
deuda provoca que sea muy alta, se le hace prácticamente imposible ponerse al día. Eso 
sigue pasando y es lo que ha generado tantas deudas, sobre todo en momentos críticos 
del país. Hoy estamos viviendo una sequía tremenda y seguramente haya atrasos en el 
BPS. Sabemos que hay un porcentaje muy grande de atrasos en los pagos con deudas 
de hasta treinta años en el sector, y los productores no se van a poner al día. Hoy 
estamos viviendo un momento parecido. 


Entonces, el BPS debería tener un mecanismo con opciones que permitan que el 
productor o que cualquier empresa -un quiosquero o un taller que va a sentir el impacto 
del agro, el comercio local, es decir, cualquier negocio que trabaje financiado y que 
seguramente no pueda cobrar- pueda ponerse al día. ¿Qué quiero decir con esto? Que el 
BPS debería ser un organismo más cercano de manera de ofrecer rápidamente formas 
de pago o, inclusive -como establecemos en el documento-, que la empresa pudiera decir 
cuándo es el momento adecuado para generar esos aportes. No hablo de no pagar, sino 
de buscar la vuelta para que el organismo se acerque a la empresa y tenga una gama un 
poco más importante de opciones para hacer efectivo el pago de modo de no generar 
esos déficits que muchas veces son por atraso y no por otro tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de la delegación. 
Si no hay más planteos, se levanta la reunión. 


